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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

—Alessandri Besa, Arturo

—Bitar Chacra, Sergio

—Calderón Aránguiz, Rolando

—Cantuarias Larrondo, Eugenio

—Carrera Villavicencio, María Elena

—Cooper Valencia, Alberto

—Díaz Sánchez, Nicolás

—Diez Urzúa, Sergio

—Errázuriz Talavera, Francisco Javier

—Feliú Segovia, Olga

—Fernández Fernández, Sergio

—Gazmuri Mujica, Jaime

—Hamilton Depassier, Juan

—Hormazábal Sánchez, Ricardo

—Horvath Kiss, Antonio

—Larraín Fernández, Hernán

—Larre Asenjo, Enrique

—Lavandero Illanes, Jorge

—Letelier Bobadilla, Carlos

—Martin Díaz, Ricardo

—Matta Aragay, Manuel Antonio

—Mc-Intyre Mendoza, Ronald

—Muñoz Barra, Roberto

—Núñez Muñoz, Ricardo

—Ominami Pascual, Carlos

—Otero Lathrop, Miguel

—Páez Verdugo, Sergio

—Pérez Walker, Ignacio

—Prat Alemparte, Francisco

—Ríos Santander, Mario

—Romero Pizarro, Sergio

—Ruiz De Giorgio, José

—Ruiz-Esquide Jara, Mariano

—Siebert Held, Bruno

—Sinclair Oyaneder, Santiago

—Sule Candia, Anselmo

—Thayer Arteaga, William

—Urenda Zegers, Beltrán

—Zaldívar Larraín, Adolfo

—Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el señor Ministro Secretario General de Gobierno.

Actuó de Secretario el señor Rafael Eyzaguirre Echeverría, y de Prosecretario, el señor José Luis Lagos López.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



Se abrió la sesión a las 10:51, en presencia de 40 señores Senadores.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Se da por aprobada el acta de la sesión 6a, ordinaria, en su parte pública, en 12 de abril del presente año, que no ha sido observada.



El acta de la sesión 7a, ordinaria, en 13 de abril del año en curso, se encuentra en Secretaría, a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor LAGOS (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Siebert, mediante el que reiteró su solicitud para que se impartieran las instrucciones tendientes a formalizar las Condecoraciones al Mérito Bernardo O'Higgins, otorgadas en 1970 a los ciudadanos españoles que menciona.



--Queda a disposición de los señores Senadores.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, con el que comunica que, para facilitar la coordinación del trabajo legislativo con relación a los proyectos de ley que atañen a esa Cartera, se ha designado como funcionario responsable de tal labor al abogado señor Luis Sánchez Castellón, a la vez que solicita que tal designación sea informada a los señores Secretarios de las Comisiones permanentes de esta Corporación.



--Se aprueba.


Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, en el que informa que durante los días 7 al 24 del próximo mes de junio se efectuará en Ginebra la 81a reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, a la vez que expresa el interés de esa Secretaría de Estado en orden a que concurran a la citada Conferencia tres señores Senadores miembros de la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado.



--Pasa a los Comités Parlamentarios.


Del señor Ministro de Minería, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Siebert, referido a la eventual demora en la respuesta de dos oficios solicitados a ese Ministerio en nombre de los Senadores que menciona.



--Queda a disposición de los señores Senadores.
El señor LAGOS (Prosecretario).- Ha llegado recién a la Mesa un informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, y otro de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo suscrito entre el Gobierno de la República de Chile y la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales sobre sede de ese organismo en el país, suscrito en Santiago el 6 de mayo de 1992; y las Notas de 19 de abril y 10 de mayo de 1993, intercambiadas entre el Gobierno de Chile y el mencionado organismo.



Este asunto está calificado de "Simple Urgencia".



--Queda para tabla.
Comunicaciones



Del Senador señor Bitar, con la que informa que el día 16 del mes en curso se ausentará del país para asistir al Encuentro Interparlamentario entre parlamentarios chilenos y peruanos, que se efectuará en la ciudad de Tacna. A ese Encuentro concurrirán, además, empresarios de ambos países.



Del Senador señor Lagos, con la que informa que se ausentará del país los días 16, 17 y 18 de mayo en curso, con el objeto de participar en la Conferencia Interparlamentaria Empresarial del Cono Sur, que se realizará en la ciudad de Tacna en la fecha indicada.



--Se toma conocimiento.


Solicitud



De don Danilo Osvaldo Kusanovic Rafagello, con la que pide la rehabilitación de su ciudadanía.



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.

El señor CANTUARIAS.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella Su Señoría.

El señor CANTUARIAS.- Señor Presidente, tal como han sido informados los señores Senadores, hoy rendiremos, junto con el Honorable señor Ruiz-Esquide, un homenaje con motivo del 75° aniversario de la Universidad de Concepción.



Debido a esto, concurrirá a la sesión una delegación de altos personeros de ese plantel, directivos y académicos, encabezados por el señor Rector, don Augusto Parra. Esto me lleva a solicitar que apliquemos el procedimiento empleado en otras oportunidades similares, cual es la fijación de una hora en que, cualquiera sea el estado de desarrollo de la sesión, se la interrumpa con el propósito de rendir el homenaje, el cual, de esta manera, queda revestido de la solemnidad correspondiente.



En tal sentido, solicito que se fije, como hora del homenaje, las 13. Al mismo tiempo, deseo proponer (están relacionadas ambas cosas) que los puntos 6 y 7 del Orden del Día se traten en la sesión correspondiente al martes de la próxima semana. Esto, por el hecho de que, por tratarse de solicitudes de rehabilitación de ciudadanía, deberán debatirse en sesión secreta y sin público en las tribunas, lo que podría perturbar el acceso de los invitados al recinto.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- La Mesa no tiene inconveniente alguno en ello.



¿Estaría de acuerdo la Sala en proceder de la manera propuesta?

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, el cambio del Orden del Día, ¿no es materia de decisión de los Comités? ¿O puede acordarlo la Sala?

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- En el presente caso no se trata de una alteración del Orden del Día, señor Senador; sólo se solicita que dos de los puntos de la tabla no se traten hoy.



En segundo lugar, deberíamos cumplir el horario que corresponde observar, es decir, que a las 13 hayamos terminado el tratamiento del Orden del Día. A esa hora iniciaríamos la parte de la sesión correspondiente a Incidentes.

El señor ALESSANDRI.- ¿Se pide acceder a las dos solicitudes del Honorable señor Cantuarias, señor Presidente?

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Así es, Su Señoría.



¿Habría objeciones para proceder como lo propuso el Senador señor Cantuarias?



Acordado.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

TRAMITACIÓN DE PROYECTO SOBRE RECURSOS EXTRAORDINARIOS PARA COMUNAS DE PUDAHUEL, CERRO NAVIA Y LO PRADO

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, discúlpeme que deba intervenir sobre otro asunto, pero deseo aclarar una situación que me parece surgida de un malentendido, sobre un proyecto en el cual estamos interesados especialmente el Senador señor Otero y el que habla. Versa sobre un aporte extraordinario para la inversión en las comunas de Pudahuel, Cerro Navia y Lo Prado.



Según me informa Secretaría, se habría producido un acuerdo de Comités para condicionar el tratamiento de tal iniciativa al ingreso de un proyecto de ley marco del que se habría hablado en la Comisión de Hacienda.



Lo primero que debo informar al respecto es que no existe compromiso alguno en tal sentido, ni acuerdo adoptado en la Comisión de Hacienda. Lo que sí se formuló fue un planteamiento -legítimo, por supuesto- por parte de dos señores Senadores en orden a pedir al Ejecutivo el envío de un proyecto destinado a servir de marco para legislaciones de este tipo que surjan en el futuro. Pero en ningún caso se ha condicionado el trámite que debe seguir esta iniciativa a la concreción de esa idea.



En segundo término, al parecer, también se produjo un malentendido en cuanto a que los Comités de mi Partido -les hice la consulta del caso- hayan participado en algún compromiso en el sentido de dejar sujeta la tramitación de ese proyecto al cumplimiento de aquella gestión.



Igualmente, he consultado al Comité Renovación Nacional, que afirma que, efectivamente, en un principio su bancada habría hecho un planteamiento de ese tipo; pero que, en el momento de tratarlo, no se encontraba presente ninguno de los dos Senadores que mayor interés tenemos en el asunto: el Senador señor Otero y el que habla. La idea era -se habló con la Presidencia del Senado- que la iniciativa se tratara al día siguiente. Eso es lo que ha producido la confusión. Confío en que esto se aclare. Espero y pido que el proyecto se trate derechamente en la Sala, y que la situación se estime clarificada con lo que he dicho.



El Comité Renovación Nacional, Senador señor Larre, puede confirmar lo que he dicho, en el sentido de que no existe acuerdo relativo a supeditar el tratamiento de nuestra iniciativa a que el Ejecutivo envíe o no el proyecto de ley marco. Por lo menos, el Comité Demócrata Cristiano dice no haber participado en compromiso alguno de ese tipo.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Personalmente puedo aclarar lo siguiente.



En efecto, en la reunión de Comités efectuada hace unos días, el 4 de mayo, a petición del Senador señor Larre (con quien estuvieron de acuerdo los Honorables señores Larraín y Errázuriz), y en presencia de todos los demás Comités, se acordó no tratar el proyecto en el Senado hasta que llegara un proyecto de ley marco que regulara los aspectos de carácter común a ese tipo de legislación.



Puede suceder que no se haya sido suficientemente explícito, pero la verdad es que el acuerdo existe, aunque perfectamente podemos revocarlo si así lo estiman conveniente uno o más Comités.



Tiene la palabra el Honorable señor Larre.

El señor LARRE.- Señor Presidente, justamente iba a manifestar a la Sala lo que Su Señoría acaba de informar.



Mi participación en esta decisión obedece a la lectura que hice del informe de la Comisión de Hacienda, y a lo que me comunicaron los señores Senadores que habían votado favorablemente la iniciativa en dicha Comisión bajo la mencionada condición. De modo que, en realidad, quienes tienen la última palabra son los Honorables colegas que adoptaron el acuerdo.



Ahora, de parte nuestra no habría inconveniente alguno en adherir a las medidas necesarias para superar la situación si así se propone a la Sala.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Si me permite, señor Presidente, quiero dejar clara constancia de que no hay compromiso alguno de la Comisión de Hacienda para supeditar el tratamiento del proyecto al mencionado requisito.



Lo que sí es cierto es que dos señores Senadores plantearon la necesidad de oficiar al señor Ministro de Hacienda para que enviara un proyecto de ley marco; y que dejaron condicionada su votación -su votación, porque no pueden comprometer la voluntad de la Comisión- a que se cumpliera aquella gestión; pero no hay acuerdo adoptado al respecto.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).- Efectivamente, el Honorable señor Larre, como lo ha manifestado él mismo, hizo la petición del caso. El proyecto a que se refiere el Honorable señor Andrés Zaldívar figuraba en la tabla del día 4, y en el informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaído en él, se establece un aporte extraordinario de inversión en las comunas de Pudahuel, Cerro Navia y Lo Prado. En el mensaje respectivo, según da cuenta dicho informe, "Su Excelencia el Presidente de la República manifiesta que la iniciativa corresponde al ámbito exclusivo de sus competencias constitucionales, por lo cual, acogiendo la proposición del H. Senador Andrés Zaldívar, resolvió elaborar un proyecto de ley que se enmarca en los preceptos constitucionales sobre administración financiera del Estado y funcionamiento de los Gobiernos Regionales y de las Municipalidades, y que consiste en destinar fondos fiscales equivalentes al 10% del Fondo Común Municipal, con las modalidades que más adelante se indicarán, para el desarrollo de estas comunas.".



El informe está suscrito por los Senadores señores Ríos (Presidente), Calderón, Huerta y Andrés Zaldívar. Pero es el que emitió la Comisión de Gobierno; no tiene nada que ver con el elaborado por la Comisión de Hacienda.



Ahora, si bien el Honorable señor Larre presentó la indicación aceptada por los Comités, ellos podrían ser citados, como lo ha manifestado el señor Presidente, con el objeto de revocar el acuerdo que marginó de la tabla al proyecto. De esa forma, no habría inconveniente alguno en incluirlo.

El señor LARRE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LARRE.- No tenemos problema en que aquí se modifique esa decisión, si existe unanimidad al respecto. Pero debo aclarar que el planteamiento que formulé en aquella oportunidad fue precisamente a petición de integrantes de la Comisión de Hacienda.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo de todos los Comités para incorporar a la tabla el proyecto?

El señor PÁEZ.- Sí, señor Presidente.

El señor GAZMURI.- No. hay objeciones.

El señor SINCLAIR.- En estos momentos se encuentran ausentes dos Comités.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene razón Su Señoría. Lamentablemente, no están los Senadores señores Sule y Errázuriz.

El señor RÍOS.- Entonces, no puede resolverse acerca de este aspecto.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, señor Senador.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, no quiero forzar a la Sala a que tome un acuerdo sobre el tema. Sin embargo, como tengo que hacer fe de lo que me han dicho los integrantes de mi Comité, debo reconocer que el Honorable señor Larre cometió un error de hecho al dar una información que no correspondía, en cuanto a que la Comisión habría dejado supeditado el tratamiento de la iniciativa -y así lo entendió Su Señoría- a la remisión de un proyecto marco. En mi calidad de Presidente de la Comisión de Hacienda -y pongo como, testigos a sus miembros-, aclaro que no hubo un condicionamiento de esa índole, sino que dos señores Senadores que pidieron un oficio sobre el particular dijeron que someterían su decisión al informe que emitiera el Ministerio del ramo.



Los representantes del Comité Demócrata Cristiano han manifestado que no participaron del acuerdo. No obstante, Secretaría entiende lo contrario. Creo que éste es un punto que debe ser resuelto, porque no puede involucrarse a un Comité en algo que no tomó parte. Y, al respecto, quiero hacer un alegato en un sentido que podría resultar dramático, aunque no en este caso: bastaría que se considerara adoptado un acuerdo para que éste fuese inmodificable "in aeternum", si un Comité se opusiera indefinidamente. Y eso, a mi juicio, no se puede hacer.



Si en esta materia ha habido un error de hecho, por un malentendido de cualquier señor Senador -porque aquí no se puede presumir que se actúa con mala intención-, es necesario que se revise el acuerdo y se tome uno nuevo. No cabe estimarlo, en verdad, un acuerdo real de los Comités.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larre.

El señor LARRE.- Señor Presidente, debo precisar que en la actitud que asumí no hubo un error de hecho. En efecto, fueron integrantes de la Comisión de Hacienda quienes me hicieron el planteamiento a que me he referido, y mi intención era que no fracasara el tratamiento del proyecto. Lamentablemente, ninguno de los tres señores Senadores que condicionaron el acuerdo en esa Comisión está presente en estos momentos, como para que le hubiéramos hecho-la consulta pertinente.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lavandero.

El señor LAVANDERO.- Pienso que no podemos irnos por las ramas, señor Presidente. Se trata de algo delicado. La cuestión radica en determinar si en el acuerdo participaron efectivamente todos los Comités. Si el Demócrata Cristiano así lo hizo, significa que hubo unanimidad, y el acuerdo debe mantenerse hasta que otro lo revoque. Cuando no concurren todos los Comités, cabe la posibilidad, en cambio, conforme lo dispone el Reglamento, de que en la Sala se defienda una posición discrepante.



Creo que estamos en presencia de un problema estrictamente administrativo, en cuanto es conveniente aclarar si el acuerdo que nos ocupa fue tomado o no por todos los Comités Parlamentarios. Los Senadores democratacristianos veremos qué ocurre después entre nosotros, si se afirma que nuestros representantes también lo suscribieron.



He dicho.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Otero.

El señor OTERO.- Señor Presidente, pienso que el asunto que se ha planteado, al margen de los preceptos en sí mismos, es de gran trascendencia, porque las Comisiones no pueden emitir informes "condicionados a", sino que su labor consiste en estudiar una iniciativa y luego dar a conocer sus conclusiones, favorables o desfavorables. En la historia de esta Corporación nunca se ha aplicado, hasta donde sabe el Senador que habla -y menos desde que reasumió sus funciones el Congreso-, una norma legal o administrativa que se traduzca en que un órgano técnico elabore un informe en respaldo de un proyecto y en que este último quede sometido a un pronunciamiento de la Sala supeditado a la llegada de otra iniciativa legal. No existen informes sujetos a condiciones suspensivas o resolutorias. La tarea de una Comisión es evacuar su informe, y es obligación de la Sala del Senado conocer del respectivo articulado, que puede acoger o rechazar.



En todo caso, es factible que los señores Senadores que integran el órgano técnico formulen todas sus observaciones en el Hemiciclo, como habitualmente ocurre. Pero no lo es que se suspenda indefinidamente el curso de una iniciativa cuando ésta ya ha sido informada por las dos Comisiones que debían estudiarla: la de Gobierno, Descentralización y Regionalización, que es el ente matriz, y la de Hacienda, en el aspecto financiero...

El señor LAVANDERO.- Y que la aprobó.

El señor OTERO.- Así es. Y el proyecto ha llegado a la Sala, habiendo sido puesto en tabla. Sin embargo, de repente, se acuerda no continuar la tramitación, hasta que se cumpla una condición por parte del Gobierno. Esto es inédito en el Senado, y constituye un precedente nefasto.



Pido a los Honorables colegas que hagamos abstracción de la iniciativa en sí y miremos lo que está ocurriendo. Repito que se ha interrumpido la tramitación de un proyecto informado por las Comisiones respectivas, ya que debería cumplirse una condición por el Ejecutivo.



Señor Presidente, solicito que el señor Secretario de la Corporación puntualice si existe alguna norma legal o reglamentaria que permita este tipo de acuerdo.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).- Señor Senador, no hay ninguna disposición de esa naturaleza. Conviene aclarar que el asunto no ha emanado de las Comisiones, sino de una petición que presentó en los Comités el Honorable señor Larre, quien así lo ha reconocido, a la cual nadie se opuso, de modo que el proyecto quedó fuera de tabla. Para superar la situación, basta con citar a una reunión de Comités y tomar un nuevo acuerdo, lo que conducirá a que la iniciativa sea incluida nuevamente en la tabla. No hay un problema mayor en este sentido.

El señor OTERO.- Por mi parte, estimo que sí lo hay, porque dentro de las facultades de los Comités no está el suspender el trámite constitucional de una iniciativa y sujetarlo a una condición que debe cumplir el Ejecutivo, que es una cosa totalmente distinta.



Señor Presidente, estoy haciendo abstracción del proyecto, no obstante que es de mi interés. Pero me parece que el Senado debe mirar la situación con objetividad, porque se está estableciendo un precedente en el sentido de lo que se acepta como legítimo. Y, como dije, no puede suspenderse un procedimiento constitucional y legal, tocante a la formación de la ley, para someterlo a una condición como la que he señalado.



Desde luego, una Comisión puede emitir un informe favorable o desfavorable y, con posterioridad, cabe que la Sala vote negativa o positivamente el proyecto respectivo.



También, es posible pedir segunda discusión. Además, recuerdo que muchas veces, cuando era representante de mi Comité, retiramos de tabla algunas iniciativas. Pero en ningún caso las sometíamos a una condición para que volvieran a ser incluidas en ella, que es el punto de fondo que estoy planteando.



Por eso, dado lo expuesto por el Senador señor Andrés Zaldívar, Presidente de la Comisión de Hacienda, y conforme a las disposiciones constitucionales y legales en vigencia, pienso que es necesario convocar a una reunión de Comités, con el objeto de que el proyecto pueda volver a la tabla. Si señores Senadores que lo informaron favorablemente han cambiado de opinión, podrán hacer presentes sus observaciones en la Sala, como es natural; podrán impugnarlo, si lo desean. Lo que por ningún motivo corresponde es suspender su tramitación sujetándolo, simplemente, a una condición suspensiva ajena al Senado.



Gracias, señor Presidente.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sinclair.

El señor SINCLAIR.- Señor Presidente, lamentablemente, no están presentes todos los Comités en la Sala, de modo que no se puede tomar una resolución acerca de la materia. No sé si resulta conveniente seguir dando vueltas en torno de la misma cuestión.

El señor LAVANDERO.- Lo que corresponde es que se pronuncie el Comité Demócrata Cristiano, a fin de que aclare si participó o no en el acuerdo.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pienso que no podemos destinar el tiempo del Senado a una discusión de largo alcance sobre este aspecto. Personalmente, me habría gustado que la iniciativa hubiera sido tratada hoy día. Ese era el compromiso inicial.



Teniendo en cuenta, sobre todo, tanto la intervención del Senador señor Otero -creo que, efectivamente, conforme al Reglamento, los Comités carecen de facultades para una definición como la que se ha representado- como la aclaración del Comité Demócrata Cristiano, en lo relativo a la falta de una participación expresa en el acuerdo, además del hecho de que estimo A que ha habido una mala interpretación respecto del informe elaborado por la Comisión de Hacienda, en lo que no imputo responsabilidad a nadie, sugiero que el punto sea revisado en una reunión de Comités. Ello permitiría poner el proyecto en el primer lugar de la tabla de la sesión del próximo martes.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Díaz.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, en la reunión de Comités de ayer pregunté expresamente si se podía colocar en tabla esta iniciativa. Y la respuesta fue categórica: se me dijo que ella se trataría en la sesión de hoy, porque había pocos temas que discutir. No se me dio ningún argumento en cuanto a la posibilidad de un texto marco o de algún otro motivo que lo impidiera. Ruego a Secretaría que confirme lo que estoy señalando, porque eso fue lo que entendí claramente. La consulta la formulé al ver que figuraban pocos asuntos en tabla, para solicitar que el proyecto se incorporara a ésta.



Posteriormente, conversé con otros Comités, que me expresaron que no habría mayoría para adoptar el acuerdo. Eso es todo lo que puedo afirmar.



No recuerdo, en forma precisa, que la situación se haya definido en la reunión de Comités celebrada el 4 de mayo, en lo que dice relación a la espera de un proyecto marco, a menos que el Senador que habla haya estado ausente en ese momento -debo señalar que asisto, generalmente, a todas las reuniones- o haya llegado atrasado a la sesión. Creo no haber participado en un acuerdo en esos términos.



He dicho.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Independientemente de si en esa oportunidad estaba o no estaba presente el Comité Demócrata Cristiano y de si los argumentos que se dieron eran o no eran válidos, lo concreto es que la Mesa nota una cierta concordancia de prácticamente la totalidad de los Comités que hay en la Sala, en orden a que se revise el acuerdo tomado el 4 de mayo y se incorpore la iniciativa en el primer lugar de la tabla de la próxima sesión ordinaria.



Al respecto, consulto el parecer de los señores Senadores. Como en este momento algunos Comités se hallan ausentes, no puede resolverse directamente la cuestión planteada.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Nosotros damos nuestra conformidad, señor Presidente.

El señor LAVANDERO.- Pido la palabra.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella Su Señoría.

El señor LAVANDERO.- Señor Presidente, deseo manifestar mi discrepancia sobre el particular, porque lo que corresponde es que procedamos según el artículo 20 del Reglamento y no del modo que está impulsando la Mesa. En efecto, esa norma dice:



"Cuando un acuerdo no haya sido adoptado por la unanimidad de los Comités, cualquier Senador perteneciente a un Comité que no haya concurrido a adoptarlo, podrá oponerse en la Sala.



"La discusión acerca del acuerdo objetado durará solamente diez minutos y el tiempo se distribuirá por mitades entre un Senador que lo impugne y otro que lo defienda. En seguida, el acuerdo se someterá a votación.".



Este es el caso que nos ocupa. El hecho de que tenga que esperarse a un Comité para resolver contraviene, al igual que la situación expuesta por el Senador señor Otero, normas fundamentales de esta Corporación.



El punto es central, señor Presidente, y no se encuentra ligado sólo a este proyecto. En la sesión de ayer se analizó lo que debe entenderse por acuerdo unánime de Comités. Creo que debe respetarse lo que hemos decidido sobre el particular.



Muchas gracias.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Recabo nuevamente el parecer de la Sala respecto de la sugerencia formulada por la Mesa.

El señor PÁEZ.- Los Comités estamos de acuerdo.

El señor SINCLAIR.- ¿Cuál es el planteamiento de la Mesa, señor Presidente?

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).--Consiste en lo siguiente. Ya que existe voluntad mayoritaria entre los Comités presentes para revisar lo resuelto el 4 de mayo en relación con el proyecto mencionado, la Mesa propone debatir el tema en la próxima reunión de esos organismos.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Conforme.

El señor LAVANDERO.- Como acuerdo mayoritario estaría correcto. No se precisa unanimidad.

El señor SINCLAIR.- Nosotros no damos nuestro consentimiento, señor Presidente, por cuanto en este momento no están presentes todos los Comités. Me parece que, en estas circunstancias, no corresponde revocar una decisión unánime adoptada por ellos.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, creo que el Senado ya ha discutido bastante el punto. Y si bien entiendo el sentido de la posición del Honorable señor Sinclair, creo que no se justifica, porque aquí no se pretende modificar el acuerdo a que hizo alusión, sino simplemente, definir un procedimiento.



Sugiero que este asunto sea revisado en reunión de Comités, con la presencia de todos ellos, para determinar si hubo un error de hecho o una mala interpretación, y si estos organismos están facultados para restringir la tramitación de un proyecto en los términos en que se hizo y a que se refirió el Senador señor Otero. En esa oportunidad, también, puede proponerse que el asunto se incluya en el primer lugar de la tabla.



Como eso tendrá que resolverse en la próxima reunión de Comités, de acuerdo con las normas reglamentarias pertinentes, no sigamos discutiendo aquí el tema.

El señor SINCLAIR.- Señor Presidente, estamos de acuerdo con lo planteado recién por el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Entonces, si le parece a la Sala, se adoptará el procedimiento propuesto por dicho señor Senador.



Acordado.

FALTA DE RESPUESTA A OFICIOS

ENVIADOS POR EL SENADO

El señor SIEBERT.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor SIEBERT.- Señor Presidente, el 20 de abril pasado informé a la Sala que más de cien oficios solicitados por diversos señores Senadores aún no tenían respuesta de los distintos Ministerios, puntualizando que, según antecedentes proporcionados por la Oficina de Informaciones, algunos fueron enviados hace más de seis meses y alrededor de 30 hace más de un año. En consecuencia, pedí representar al Ejecutivo la necesidad de que fueran contestados sin mayor dilación.



Ocurre que ahora las respuestas a esos oficios, solicitados por diferentes señores Senadores requiriendo determinadas informaciones a los Ministerios, me están llegando a mí, en circunstancias de que no fui quien los pidió originalmente. Por lo tanto, creo que la Secretaría debe aclarar el asunto, de manera que las respuestas sean dirigidas a los respectivos Senadores.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente). - Señor Senador, se me informa que el día posterior al que se hizo la solicitud se envió al Ejecutivo el planteamiento formulado por Su Señoría, con la adhesión de dos Comités. De todos modos, se procederá a reiterarlo porque es efectivo que muchos oficios, incluso de la legislatura anterior, aún no han sido contestados. Sin embargo, hay que tener en cuenta que no todos deben ser respondidos necesariamente, pues no existe una obligación perentoria en ese sentido, aunque lo normal es que se respondan.



En vista de la situación que expone el señor Senador, se reiterará la petición correspondiente, porque es un tema que nos preocupa.

El señor SIEBERT. - Señor Presidente, lo que quiero evitar son respuestas como la del señor Ministro de Minería, que con toda razón expresa: "No existe constancia de oficio alguno pedido por el Senador Siebert en esta Secretaría de Estado". Y, efectivamente, no le he pedido nada. Lo que hice presente fue la falta de oportunidad, en general, de las respuestas a los oficios solicitados por los Senadores.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente). - Muy bien.

V. ORDEN DEL DÍA

NUEVA ESTRUCTURA PARA RADIO NACIONAL DE CHILE

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- En el primer lugar del Orden del Día figura el proyecto de la Honorable Cámara de Diputados que sustituye el decreto ley N° 258, de 1974, sobre Radio Nacional de Chile, para modificar su estructura, con informes de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda.



--Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 8a, en 19 de abril de 1994.



Informes de Comisión:



Transportes, sesión 12a, en 10 de mayo de 1994.



Hacienda, sesión 12a, en 10 de mayo de 1994.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).- El proyecto tuvo su origen en un mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República y está calificado de "Suma Urgencia", cuyo plazo vence el 13 de mayo.



La Comisión de Transportes deja constancia de que el artículo 1° contenido en el artículo único, en virtud del artículo 19, N° 21°, de la Constitución, es de quórum calificado, por lo que su aprobación, en conformidad al artículo 63, inciso tercero, de la misma, requiere el voto favorable de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio.



La referida Comisión aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Cooper, Hamilton y Mc-Intyre, y recomienda hacer lo mismo a la Sala, con las modificaciones sugeridas a los artículos 8° del texto sustitutivo y 2° transitorio de la iniciativa.



La Comisión de Hacienda, por su parte, hace presente que el proyecto está debida-menta financiado y propone aprobar el texto evacuado por la Comisión de Transportes con la enmienda al citado artículo 1° que señala en su informe, el cual fue suscrito por los Honorables señores Andrés Zaldívar (Presidente), Errázuriz, Lavandero, Ominami y Piñera.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Se encuentra en la Sala el señor Subsecretario General de Gobierno, quien está reemplazando al señor Ministro, que se halla afectado de salud.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Antes de entrar a la discusión general, quiero informar que los miembros de la Comisión Bicameral, encargada de reglamentar algunos aspectos de la ley de plantas del Congreso Nacional, están facultados para asistir a la reunión que dicho organismo efectuará en pocos minutos más.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Lavandero.

El señor LAVANDERO.- Señor Presidente, quiero dejar constancia de que en la página 6, segundo párrafo, del informe de la Comisión de Hacienda, se da cuenta de un asunto que no queda debidamente claro, como se planteó allí. Dice lo siguiente:



"A su vez, el señor Subsecretario General de Gobierno se comprometió a enviar a la brevedad el listado de todos los directorios de Radio Nacional de Chile desde su creación en 1974 hasta el día de hoy, así como a plantear dentro del seno del Ejecutivo una compensación por la pérdida de la mencionada frecuencia sufrida por el Partido Socialista.".



Lo que se señala está perfectamente bien. Pero, además, en la Comisión se agregó que debían incluirse en la misma situación otras dos emisoras que también fueron confiscadas: la Radio Balmaceda y la Radio Cooperativa Vitalicia, a la que se incautaron prácticamente ocho filiales regionales.



Ahora bien, entrando al fondo del proyecto, señor Presidente, debo expresar que el problema que estamos tratando es bastante delicado; no es simple, sobre todo en estos días, cuando se habla con tanta insistencia de corrupción. Pero ésta muchas veces sólo se ve en un lado, no en el otro.



¿Qué ocurrió con Radio Nacional? Es necesario que el Senado lo sepa: no fue expropiada, contra lo cual reclaman siempre los defensores de la propiedad privada, sino confiscada, mediante decreto ley, en 1974. A partir de ese momento se suceden numerosos directores. Tengo aquí una lista y quisiera que se insertara en la Versión Taquigráfica a fin de que se conozcan sus nombres. Comienza en 1984, porque del período 1974-1987 no existen memorias, constancias ni documentos (estos últimos desaparecieron). Sólo se sabe que entre 1987 y 1990 se generó una deuda por IVA, impuesto que si un comerciante, por pequeño y modesto que sea, no paga, motiva que éste vaya a parar a la cárcel.



No hay datos entre 1986 y 1974 -año en que se dictó el decreto ley 258- de las deudas efectivas contraídas por esta radio confiscada, ni de que haya pagado tributos jamás. Recién se dispone de antecedentes a contar de 1987. Pues bien, entre este año y 1990 se produjo una deuda, sólo por IVA, de más dé mil millones de pesos. También las hay por otros conceptos: impuesto a la renta, liquidación de gravámenes aduaneros, derechos de utilización del espectro radioeléctrico, que tampoco se pagaron, generando una enorme deuda. Nos encentramos, entonces, con una situación extraordinariamente grave y -hay que decir las cosas como son- potencialmente corrupta.



¿Quiénes fueron los directores que. permitieron la confiscación, señor Presidente? Como dije, no hay ninguna constancia de ello. ¿Qué sanciones se aplicaron a los responsables del no pago del IVA, que implicó una gran pérdida para el Estado y para todos los chilenos, que debimos hacernos cargo de ella, al igual que de la deuda subordinada y de la deuda externa?



Ahora, si se prefiere, puedo dar lectura a la nómina de directores que ha tenido Radio Nacional desde 1984. Ellos son los siguientes:



En 1984: don Ramón Bascur Gaete, Teniente Coronel de Ejército, y don Gerardo Malujer Abraham, Teniente Coronel de Carabineros.



En 1985: don Alfonso Herrera Correa, Capitán de Navío; don Rolando Daroch González, Teniente Coronel de Carabineros; don Emilio Timmermann Undurraga, Teniente Coronel de Ejército; don Octavio Mardones Ibáñez, Coronel de Aviación, y don Leslie Cooper Allan, Presidente.



En 1986: don Gustavo Marín Watkins, Capitán de Navío; don Ornar Oyarce Caviedes, Teniente Coronel de Carabineros; don Luis Jofré González, Teniente Coronel de Ejército; don Octavio Mardones Ibáñez, Coronel de Aviación, y don Iván Córdova Evans, Presidente.



En 1987: don Gustavo Marín Watkins, Capitán de Navío; don Ornar Oyarce Caviedes, Teniente Coronel de Carabineros; don Luis Jofré González, Teniente Coronel de Ejército; don Octavio Mardones Ibáñez, Coronel de Aviación.



En 1988: don Gustavo Marín Watkins, Capitán de Navío; don Mario Salame Martín, Coronel de Carabineros; don Luis Jofré González, Teniente Coronel de Ejército; don Pablo Ortega Canelo, Comandante de Grupo (AD).



En fin, aquí tengo la lista completa, desde 1984 hacia adelante, de los directores de la emisora,...

El señor OTERO.- ¿Me concede una interrupción, señor Senador?

El señor LAVANDERO.- ...que permitieron dos cosas graves: la confiscación de la Radio y, por ende, el no pago de su precio a los legítimos dueños, y, además, que se administrara de tan mala manera que hoy día deben pagarse mil 500 millones de pesos.

El señor OTERO.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador, para hacerle una consulta?

El señor LAVANDERO.- Con todo agrado, con la venia de la Mesa.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Otero.

El señor OTERO.- ¿Tendría la gentileza, Su Señoría, de informarnos quiénes han sido los consejeros de Radio Nacional entre 1990 y 1994?

El señor LAVANDERO.- Por supuesto.



En 1990 y 1991 fueron consejeros los señores Gustavo Marín Watkins, Capitán de Navío; Juan Castro Nustas, Coronel de Carabineros; Roberto Hott Krull, Teniente Coronel de Ejército, y Pablo Ortega Canelo, Comandante de Grupo (AD).



En 1992 y 1993, los señores Gustavo Marín Watkins, Capitán de Navío; Juan Castro Nustas, Coronel de Carabineros; José García Ferlice, Teniente Coronel de Ejército, y Carlos Hernando Leslie, Comandante de Grupo (AD).



¿Desea que continúe, señor Senador? Sigo.



En 1994, ocupan dichos cargos los señores Cristian Cifuentes Cabello, Capitán de Navío; Juan Castro Nustas, Coronel de Carabineros, y Juan Miguel Fuentealba, Teniente Coronel de Ejército.



Señor Presidente, quiero señalar que no obstante lo manifestado, voy a votar favorablemente el proyecto,...

El señor MC-INTYRE.- ¡Es una inconsecuencia, señor Senador!

El señor LAVANDERO.- ... porque el Estado debe desprenderse de las cuantiosas pérdidas que le produce esta radioemisora, producto de los intereses y multas acumulados durante sus distintas administraciones a partir de 1974.



Asimismo, obra en mi poder un listado en el que consta el monto de la deuda que se arrastra hasta hoy día, incluidos los intereses y multas impagos. Hay que reconocer, por supuesto, que los actuales consejeros de la Radio Nacional han visto condicionada su labor a causa de las obligaciones no pagadas que vienen desde el año 1987.



Por otra parte, carecemos de información respecto de lo ocurrido antes de ese año porque, además, parte de las deudas fueron al parecer condonadas; de tal manera que no hay antecedentes sobre el particular. No obstante ello, deseo que el Estado se desprenda de esta deuda y de la radioemisora que ha sido mal administrada desde su confiscación.



Señor Presidente, me parece que debe dejarse constancia de estos hechos, porque, muchas veces, cuando un concejal no paga una boleta de 200 pesos, se habla de corrupción, de tremendo escándalo y se le da gran publicidad en diarios y televisión. Sin embargo, ¿qué se hace cuando se producen situaciones como las de Radio Nacional de Chile? Se esconde la información para impedir que se investigue lo ocurrido.



Si se habla de corrupción, hagámoslo derechamente y deroguemos la disposición transitoria que impide...

El señor SIEBERT.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor LAVANDERO.- ...a la Cámara de Diputados investigar sucesos ocurridos antes de 1990, cuando hubo acontecimientos escandalosos cuyas consecuencias todavía están siendo pagadas por el Estado, por todos los chilenos.



Cuando uno hace referencia a estas cosas dicen: "Eres exagerado. Miremos para adelante y no hacia atrás". Entonces, ven la paja en el ojo ajeno y no la viga en el propio, para luego hablar a rebato sobre corrupción y escándalo.



Señor Presidente, deseo dejar constancia de estos hechos como una muestra, sin pretender salvar a nadie de las obligaciones que debieron haber cumplido y que, sin embargo, no cumplieron.



Y es la Radio...

El señor SIEBERT.- ¿Me concede una interrupción, señor Senador?

El señor LAVANDERO.- Con todo agrado, Su Señoría.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Con la venia de la mesa, tiene la palabra el Honorable señor Siebert.

El señor SIEBERT.- Señor Senador, no se puede calificar...

El señor LAVANDERO.- Ruego a Su Señoría dirigirse a la Mesa, porque, si no, no le daré la interrupción. En conformidad al Reglamento debemos hacerlo así y hablar en tercera persona para referirse a los señores Senadores.

El señor SIEBERT.- ¡Voy a mirar al señor Presidente para que no se enoje el Honorable colega!



Señor Presidente, no puede calificarse de corrupción algo de lo que nosotros estamos perfectamente conscientes, como lo es la mala y deficiente administración de cualquier empresa estatal. Y la Radio Nacional de Chile ha sido una empresa estatal por la circunstancia que todos conocemos. En 1973 había 550 empresas del Estado deficientes, que producían pérdidas año tras año, y, desde esa fecha, paulatinamente, fueron siendo privatizadas, con lo cual lograron mejorar su administración.



No puede generalizarse y acusar de corrupción a los directores de empresas estatales. Hemos visto como los actuales directores de la empresa del Estado que escandalizó a Chile con una pérdida de casi 300 millones de dólares, también se están lavando las manos en cuanto a su responsabilidad en los hechos, declarando que no hay corrupción ni responsabilidad de su parte. De manera que yo defiendo a los directores de dichas empresas, las qué, si bien son deficientes en su administración, no por ello sus personeros son corruptos. He dicho.

El señor SULE.- Hay algunas empresas estatales que son eficientes, señor Senador.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Continúa con el uso de la palabra el Honorable señor Lavandero.

El señor LAVANDERO.- Agradezco las observaciones formuladas por el señor Senador y por declarar públicamente que en los directorios de las empresas estatales -se refirió expresamente a CODELCO- no hay corrupción.



Pero, ¿qué diferencia hay entre los directores de Radio Nacional de Chile y CODELCO? La cantidad de recursos involucrados y, además, que la emisora fue confiscada y la Corporación del Cobre no lo fue. De modo que las circunstancias son absolutamente distintas.



Me alegro de haber escuchado esas palabras, y lamento que muchas personas tomen tan a la ligera el problema de la corrupción. La verdad es que cuando ésta involucra a un funcionario público, éste no es siempre el único corrupto, sólo es "el chancho que se come el afrecho", pero, ¿quién se lo da?, ¿quiénes son los corruptores? Los que tienen el poder económico. Ellos son los que deben ser regulados cuando el Estado abre esos caminos.



¡Basta ya entonces de tratar políticamente el asunto, y de achacar el problema al Gobierno democrático! Ahora, por lo menos, los hechos pueden ser conocidos en la radio, en la televisión y en la prensa, a diferencia del pasado cuando se censuraban hasta las fotografías. ¡Y qué más ilustrativo que una fotografía! Hubo ocasiones en que su publicación fue prohibida, y otras en que aparecían bajo manchones negros, para evitar que se conociera la corrupción.



Entonces, señor Presidente, actuemos de una vez por todas en forma seria, sin demagogia, midiendo con el mismo padrón el futuro y el pasado, y no demos a cosas como ésta carácter político.

El señor SINCLAIR.- Continuemos con la discusión del proyecto, señor Presidente.

El señor LAVANDERO.- Lamento que al señor Senador que me interrumpió le duela lo que he señalado, porque es parte de lo que siempre apoyó.



Sin embargo, así como hoy no defiendo ni a un democratacristiano ni a nadie que cometa errores o actos de corrupción, espero también que nadie en el Senado defienda a quienes incurrieron en tales conductas en el pasado.



He dicho.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Feliú.

La señora FELIU.- Señor Presidente, hemos escuchado una larga disertación del señor Senador que me precedió en el uso de la palabra, relativa a materias que seguramente son de gran interés para el Senado y para todos los Honorables colegas, pero que, realmente, no dicen relación con el proyecto de ley en trámite.



La Radio Nacional de Chile fue creada mediante el decreto ley N° 258, de 1974, con carácter de empresa autónoma del Estado; sus trabajadores se rigen por el Código del Trabajo, y se encuentra dirigida por un Consejo que, de acuerdo con la normativa que la regula, está integrado por el Director de la División y Comunicación Social de la Subsecretaría General de Gobierno, que lo presidirá, y por un miembro de cada una de las ramas de las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile, designados por las respectivas instituciones. El Consejo puede delegar parte de sus atribuciones en un director.



En consecuencia, no debe extrañarnos que en la nómina de consejeros, a la que se acaba de dar lectura parcialmente, figuren numerosas personas que tienen el rango de Oficiales de las Fuerzas Armadas, porque así está compuesto hoy el directorio de la Radio Nacional de Chile.



Tocante a la situación de las deudas tributarías, se ha sostenido que ello importaría una corrupción. La verdad es que las corrupciones, como situaciones de hecho, deben ser investigadas como tales, y un retardo en el pago de un impuesto puede deberse a dolo, a culpa o a razones de fuerza mayor, como falta de recursos, que pueda tener origen tanto en una buena como en una deficiente labor de administración. Personalmente, desconozco la razón del no pago de impuestos, los que, sin duda debieron cancelarse oportunamente.



Respecto del pago de los tributos de Radio Nacional de Chile, debo recordar lo siguiente.



Por un lado, la ley N° 19.041, en su artículo 1° condonó el 100 por ciento de los reajustes e intereses por atraso en el pago de las contribuciones, intereses y multas por atraso en la declaración y/o pago de los impuestos fiscales adeudados al 31 de diciembre de 1989. Dicho cuerpo legal fue aprobado por el Congreso Nacional y publicado en el Diario Oficial de 11 de febrero de 1991. O sea, las deudas de arrastre fueron condonadas por una ley de la República.



Y, por otro, la ley N° 19.033, de 22 de enero de 1991, otorgó a Radio Nacional de Chile, empresa creada por el decreto ley N° 258, un aporte extraordinario de capital de varios millones de pesos, los que, según el artículo 3° de la mencionada preceptiva, "tendrán como destino final el pago de la deuda originada con anterioridad al 11 de marzo de 1990". De la lectura de los informes no queda claro el monto de la deuda tributaria, producida por el no pago de impuestos, anterior y posteriormente a la fecha indicada, y como consecuencia de la mala situación de una empresa deficitaria. Y así lo expresó el señor Ministro ante la Comisión de transportes y Telecomunicaciones donde señaló que Radio Nacional no era capaz de solventar sus gastos, y, que, por lo tanto, desde el punto de vista económico era imposible mantenerla. Manifestó, además, que el Estado no necesitaba contar con un medio de esta especie porque existen más de 400 emisoras en nuestro país, con lo cual se encuentra absolutamente garantizada la libertad de expresión en materia radial, y que, por ende, no se justifica su posesión.



Esa es la historia de la empresa.



El proyecto de ley en estudio propone una transformación de esta empresa fiscal, y autoriza al Estado para desarrollar actividades empresariales en una sociedad anónima formada íntegramente por él, donde los aportantes de capital serán la Corporación de Fomento de la Producción, dueña de 99 por ciento de sus acciones, y el Fisco de Chile, del uno por ciento. Esta facultad para desarrollar actividades empresariales, tal como se señala en la iniciativa, tendrá carácter indefinido, por lo que, a mi juicio, sería imposible aprobarla. Esta autorización, según se expresó en la Comisión -pero no se establece en el texto del proyecto-, es transitoria y sólo para los efectos de que esta sociedad venda sus acciones y sea privatizada.



Por mi parte, estoy completamente de acuerdo en que la empresa pierda su carácter público. Sólo genera gastos al Estado y no resulta indispensable para satisfacer una necesidad en este ámbito, en el que hay en funcionamiento alrededor de 400 radios. Por otro lado, soy contraria a la posibilidad de que se transforme en una sociedad anónima indefinida, porque ello no impedirá que siga siendo deficitaria y acabe teniendo los mismos problemas que enfrenta hoy, agravados por una administración ciento por ciento libre, en circunstancias de que se trata de recursos públicos. Estos nunca deben administrarse en esa forma, sino, muy por el contrario, de manera coordinada, a fin de que exista un orden interno y se asegure que se gasta en lo que realmente corresponde.



Ahora, si se planteara la transformación de esta actividad empresarial en una sociedad anónima de tránsito o paso, necesario y obligatorio, destinada a privatizarla y vender la totalidad de sus acciones, naturalmente estaría de acuerdo y apoyaría una iniciativa en ese sentido.



En suma, señor Presidente, no aprobaré el proyecto por cuanto no contiene un plazo o una orden perentoria respecto de la privatización de la empresa en comento.



He dicho.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cooper.

El señor COOPER.- Señor Presidente, en verdad, solicité la palabra precisamente para aclarar lo relativo a la disposición legal vigente respecto de Radio Nacional, que acaba de exponer la señora Senadora que me antecedió. No obstante, en mi calidad de Presidente de la Comisión, deseo reiterar algunos puntos de vista que expuso el señor Ministro durante el trámite del proyecto en la Comisión.



El señor Secretario de Estado dio tres razones fundamentales para no mantener a Radio Nacional en el sector público.



En primer lugar, la circunstancia de que en nuestro país hay aproximadamente 400 emisoras que dan una gran cobertura y pluralidad en ese medio de comunicación.



En segundo término, el pasivo de Radio Nacional, el cual es de tal magnitud que la deja fuera del propósito del Gobierno de lograr su autofinanciamiento o su mantención con un mínimo de subsidio.



Por último, como consecuencia de lo anterior, señaló que el Gobierno ha resuelto transformar a la empresa en una sociedad anónima, condonar su deuda tributaria y tomar luego las medidas conducentes a su posterior transferencia al sector privado.



La Comisión, luego de debatir las materias reseñadas, y en vista de los antecedentes estudiados, aprobó por unanimidad la idea de legislar.



En cuanto al estudio del articulado, estimo conveniente destacar las explicaciones del señor Ministro Secretario General de Gobierno en relación al artículo 1°, que autoriza al Estado para desarrollar actividades empresariales de radiodifusión.



Dicho Secretario de Estado señaló que la redacción de esta norma es similar a la de diversas leyes que permitieron traspasar empresas estatales al sector privado y que el proyecto de ley en análisis se refiere únicamente a Radio Nacional de Chile.



Por otra parte, hizo presente que la venta directa de la Radio no podía efectuarse sin una autorización legal previa, y, asimismo, que su alto endeudamiento hace que la enajenación resulte poco atractiva para los posibles interesados.



Concluyó destacando que con la condonación de deudas tributarias y con el aporte fiscal se haría factible la licitación al sector privado.



En relación al artículo 2°, que se refiere a la constitución de la sociedad anónima, se analizó la conveniencia de fijar plazo a ésta para que, una vez constituida, proceda a licitar sus acciones. No obstante, el señor Ministro explicó que ello no era conveniente desde el punto de vista comercial, pues contribuiría a bajar su precio de venta y crearía una serie de dificultades, tales como la espera de los compradores interesados hasta una fecha próxima al vencimiento del plazo para su adquisición.



En relación a los artículos 5° permanente y 1° y 2° transitorios, cabe destacar que constituyen una demostración de que la deuda tributaria de Radio Nacional subió, en el lapso de un año, de 587 millones de pesos a algo más de 733 millones de pesos, es decir, en 146 millones, lo cual da un promedio mensual aproximado de 12 millones. Ello, sin considerar multas e intereses, que serían condonados.



La Comisión concluyó que se trata de un proyecto que posibilita la privatización de una empresa que no es indispensable, de acuerdo con el principio de subsidiariedad del Estado, que se inserta dentro del denominado "orden económico constitucional". En este caso, el Estado dejaría actividades que los particulares realizan en gran número en Santiago y a lo largo del país.



Por otro lado, podría objetarse que aquél efectúe un aporte a una de sus empresas para saldar deudas tributarias, beneficio que no otorga nominativamente a otras compañías de radiodifusión del sector privado. Sin embargo, desde un punto de vista práctico y teniendo en vista que el objetivo es vender las acciones -así lo ha señalado el señor Ministro Secretario General de Gobierno-, ello resulta aconsejable, pues para que alguien se interese en comprar es necesario que la situación patrimonial de la empresa se halle razonablemente equilibrada.



Lo que no podría aceptarse es que, efectuada la transformación de Radio Nacional y hecho el aporte de más de 733 millones de pesos, CORFO mantuviere indefinidamente la propiedad del capital accionario, en lugar de venderla en un futuro cercano.



Como se ha señalado, la Comisión aprobó por unanimidad en general y en particular el proyecto, acogiendo las dos indicaciones presentadas por el Ejecutivo en virtud de las cuales, por una parte, se rebaja el patrimonio con que contará la empresa y, por otra, se aumenta el aporte que hará el Fisco para pagar sus deudas tributarias.



He dicho.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Solicito autorización de la Sala para que pase a presidir la sesión el Senador señor Ruiz. Acordado.



--Pasa a presidir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Honorable señor Ruiz (don José).
El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor RIVEROS (Ministro Secretario General de Gobierno subrogante).- Señor Presidente, señores Senadores, parte de las intervenciones escuchadas me ahorra la necesidad de comentar algunos aspectos del proyecto, pero deseo reafirmar ciertos puntos que tanto el señor Ministro titular como el que habla hicimos presente en las Comisiones de Transporte y Telecomunicaciones y de Hacienda.



Antes que todo, debemos tener en cuenta que la versión a que se ha llegado con el proyecto de ley es diferente de lo que proponía el texto inicial, cuyo objetivo fundamental era sanear financieramente la empresa, para luego darle un estatuto jurídico muy similar al que hoy tiene Televisión Nacional. Ello no fue posible, pero hemos llegado a la conclusión de que la redacción actual de la iniciativa, en definitiva, permite cumplir con los propósitos que se hicieron constar en ambas Comisiones, ya que al convertirse en una sociedad anónima Radio Nacional queda, efectivamente, en condiciones de ser transferida. Esta decisión del Ejecutivo se fundamenta en el convencimiento de que su mantención en el ámbito del Estado ya no se justifica.



Ahora bien, debe quedar muy claro que lo anterior sólo se refiere al caso particular de Radio Nacional, y de ninguna manera a los otros medios de comunicación en que el Estado tiene participación. Televisión Nacional, por ejemplo, cuenta con un estatuto que le ha permitido desarrollarse de manera positiva en los aspectos empresarial y comunicacional. Por su parte, en el ámbito de la prensa escrita, cabe señalar que las empresas en manos del Estado -es el caso del diario "La Nación"- cumplen un papel regulador importante. De modo que la política del Gobierno -queremos ser muy precisos- será mantener a estos medios en el sector estatal y con carácter de públicos, tal como hemos señalado en otras oportunidades.



El caso de Radio Nacional es ciertamente distinto, pues tanto su situación financiera como la realidad del espacio radioeléctrico no hacen imperativa su mantención en el área estatal. Y esta apreciación es compartida por el Gobierno que envió al Congreso el proyecto en debate y el actual, de modo que existe aquí continuidad.



Nos parece, sí, que fijar determinado plazo para la licitación gravitaría de manera negativa en su resultado, toda vez que quien tenga interés en adquirir este bien naturalmente decidiría esperar el cumplimiento de tal plazo para presentar sus ofertas.



En consecuencia, creemos que con la explicitación hecha queda claro que el proyecto cumple con los objetivos establecidos por el Ejecutivo.



Por otra parte, debo señalar que en la Comisión de Hacienda se acotó el alcance del artículo 1° aprobado en la Cámara de Diputados, lo cual debe tenerse presente, también, en el momento de asumir una posición definitiva respecto de la iniciativa.



Por último, en cuanto a los otros aspectos que se comentaron o discutieron en la Comisión, debo reafirmar el compromiso del Ejecutivo en orden a enfrentar las situaciones derivadas de lo que, en su momento, constituyeron arbitrariedades.



Muchas gracias.

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, a juicio de los Senadores del Partido Por la Democracia, en la iniciativa en debate hay tres problemas básicos involucrados: primero, la posibilidad de que el Estado tenga medios de comunicación; segundo, la constitucionalidad de la condonación de intereses y multas que establece el artículo 1° transitorio, y tercero, si se quiere o no enajenar esta radio, y cuáles serían las condiciones, requisitos y modalidades que, en opinión del Congreso, debería tener esa operación.



En la Cámara de Diputados, con motivo de la tramitación del proyecto relativo a Televisión Nacional, se produjo un amplio debate acerca del papel del Estado con respecto a los medios de comunicación. En esa oportunidad, centramos la discusión en la conveniencia de tener una televisión estatal objetiva y pluralista, a la cual tuvieran acceso todos los sectores del país y que sirviera realmente los intereses generales del Estado y de la nación. Eso se tradujo en el actual Estatuto de Televisión Nacional de Chile, el cual fue aprobado mayoritariamente. En general, creo que existe consenso, salvo las excepciones correspondientes, en que ese mecanismo está funcionando adecuadamente en términos globales.



Sin embargo, no ocurre lo mismo respecto de Radio Nacional, porque la política del actual Gobierno -por lo que se observa- es desprenderse de ella, toda vez que ya lo hizo en provincias con algunas concesiones por la vía de la licitación privada. Queda pendiente esta empresa del Estado, constituida por ley.



Si uno lee el articulado, llega a la conclusión de que el Ejecutivo enajenará esta radioemisora, porque de otra manera no se comprendería el hecho de estar transformando una empresa del Estado en sociedad anónima, la cual resulta mucho más expedita y fácil de enajenar por la vía de la venta de las acciones. Por lo tanto, considero que ese punto está despejado, por lo menos, para nosotros.



Por lo demás, recuerdo que el Ministro Secretario General de Gobierno de ese entonces, manifestó en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados que el propósito del Ejecutivo era enajenar Radio Nacional de Chile en los términos más convenientes para el Fisco y para el Estado, en general.



El segundo tema que está en el tapete de la discusión es la condonación de los intereses y multas y el aporte que hace el Estado a Radio Nacional de Chile. Algunos han expresado que esa medida sería inconstitucional, porque estaría quebrantando el principio de la igualdad ante la ley. En verdad, aquí entran en juego varios preceptos de la Carta y no tan sólo el artículo 19, número 2°, el cual establece la norma general sobre la igualdad.



Por lo demás, la filosofía del proyecto es muy clara. Estamos condonando intereses y multas a una empresa del Estado (se trata de recursos públicos que ella debe al Fisco) y, al mismo tiempo, le hacemos un aporte para que los pague. Es decir, sacamos dinero de un bolsillo para ponerlo en otro. De tal manera que no hay ninguna posibilidad de que los 587 millones de pesos puedan emplearse en otra cosa. Se van a usar momentáneamente en eso: van a volver al Fisco y éste de nuevo los va a tener en su patrimonio.



No existe un problema constitucional ni tampoco estamos quebrantando la filosofía de distribución de los ingresos del Fisco en función de la inversión de desarrollo social.



Finalmente, deseo señalar que si queremos resguardar el patrimonio fiscal debemos efectuar precisamente lo que estamos haciendo en la tramitación de este proyecto: transformar a la empresa en cuestión en sociedad anónima y sanear sus finanzas para que no quede con tributos pendientes y pueda ser vendida en la oportunidad más adecuada, conforme a los precios del mercado. Sin embargo, si no la transformamos en sociedad anónima; si tenemos una empresa quebrada, que debe impuestos, y si le fijamos plazo -como señala el señor Ministro- para su venta, naturalmente la encuadramos en un marco rígido que no va a posibilitar un precio adecuado ni conveniente.



Por lo tanto, examinando a fondo y detenidamente el contenido del proyecto, nos parece que con él resguardamos los intereses de la nación, del Fisco y de los ciudadanos.



He dicho.

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Mc-Intyre.

El señor MC-INTYRE.- Señor Presidente, me voy a referir en forma muy somera al proyecto en debate.



El señor Subsecretario hizo una exposición muy clara acerca de la iniciativa. Fue muy explícito en la Comisión, en la cual, con mucha dignidad, defendiendo los intereses del Gobierno, expresó la conveniencia de enajenar la Radio Nacional. Jamás mencionó alguna palabra sobre corrupción o problemas administrativos; sólo se preocupó de los intereses nacionales. Por lo tanto, los miembros de ella aprobamos el proyecto.



Sin embargo, al inicio del debate en la Sala, nos hemos encontrado con una iniciativa que nada tiene que ver con la que nosotros habíamos aprobado, donde se habla de corrupción, de que se debe analizar la situación de decenas de años hacia atrás, de que las pérdidas son enormes, y -lo más grave- se hace una larga y detallada lista de personas, prácticamente todas miembros de las Fuerzas Armadas, que abarca desde antes y después de 1990. La mayoría de ellas se hallan en servicio activo, y son personas dignas y honorables que jamás pensaron que iban a ser mencionadas por un señor Senador en la Cámara Alta, siendo acusadas, prácticamente, de corrupción.



Si alguien piensa que las relaciones cívico-militares son mejoradas con esa clase de intervenciones y que nosotros -personas moderadas que trabajamos por el bien del país- vamos a quedar impertérritos ante esos ataques, debo decir que esas expresiones no sólo provocan malestar dentro del Senado, sino que van, si no a interrumpir, por lo menos a hacer menos fluidas dichas relaciones.



Los nombres ya quedaron registrados en la Versión Taquigráfica de hoy. Como no pueden ser eliminados de la lista, lo menos que puedo decir es que se trata de personas dignas y honorables, que nunca han sido encausadas judicialmente, y que no están involucradas en corrupción alguna. Frente a problemas políticos importantes, como el de CODELCO u otros, debe tenerse cuidado de no tocar la dignidad de ellas, lo que en el último tiempo ha estado muy en boga en el Senado.



Prestaré mi aprobación al proyecto en debate, pero quiero dejar muy en claro que su nueva concepción -de acuerdo con los términos en que fue estudiado en la Comisión, según venía previsto- es absolutamente distinta a la anterior, pues ésta no consignaba la mala intención que hoy se advierte.

El señor LAVANDERO.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor LAVANDERO.- Señor Presidente, he sido aludido...

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Excúseme, Su Señoría. Le ruego respetar el orden de los Senadores inscritos.



Tiene la palabra el Senador señor Ominami.

El señor LAVANDERO.- Fui aludido como una persona con mala intención, y la verdad...

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Señor Senador, le pido seguir el orden.

El señor LAVANDERO.- Señor Presidente, cuando un señor Senador es aludido de mala manera, tiene derecho a responder, conforme al Reglamento.

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Excúseme, Honorable colega, pero Su Señoría no fue aludido personalmente. Se hizo referencia a su intervención.



Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor LAVANDERO.- ¡Qué explicación más rara, señor Presidente!

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, en verdad, detrás de un proyecto de importancia aparentemente menor, como en el caso presente, subyacen dos cuestiones que involucran situaciones graves.



La primera dice relación al acto de violar de manera flagrante el derecho de propiedad. Ello constituye la base del debate. En un país donde aquél afortunadamente se valora de manera muy positiva, nosotros, los que fuimos más afectados por una confiscación, consideramos que sería muy importante tener un solo padrón de medida, un solo criterio; y que quienes con tanta pasión y ardor han defendido en otras circunstancias ese derecho, puedan hacerlo también cuando no son sus bienes los cuestionados.



En este caso, fue el Partido Socialista en particular el objeto de una confiscación. Y a mí me llama la atención que quienes -insisto-, con razón, plantean con tanta fuerza el respeto del derecho de propiedad en nuestro país, no levanten su voz para explorar vías que permitan reparar la injusticia que de hecho se ha cometido. Y ésta no sólo ha afectado los bienes del Partido Socialista, pues una situación similar involucra a Radio Balmaceda y a algunas frecuencias de Radio Corporación.



Por lo tanto, la primera observación se refiere a la flagrante violación al derecho de propiedad y -como lo planteamos en las dos reuniones de la Comisión de Hacienda, en donde se analizó el proyecto- a la importancia que tiene el hecho de que el Gobierno pueda reparar tal injusticia, por la vía de la restitución de sus bienes a los partidos políticos.



En ese sentido, esperamos que todos los Parlamentarios sean consecuentes con su apego al respeto del derecho de propiedad.



La segunda cuestión involucrada en el asunto tiene que ver con una transgresión sistemática de la empresa de todas las normas tributarias. En efecto, luego de la investigación que realizamos en la Comisión de Hacienda, observamos que no existe vestigio alguno del pago de impuestos. Tengo la impresión de que constituye un hecho inédito en la historia tributaria del país la circunstancia de que una empresa no haya pagado nunca impuestos. Esto debe configurar una situación absolutamente única.



Quiero decir que el trato que se dio a ella contrasta radicalmente con el que recibe cualquier contribuyente. Si una persona o los ejecutivos de una empresa no pagan sus tributos en general o el IVA en particular van a prisión. Y aquí se trata de una dirigida por un directorio, cuya composición se ha señalado aquí, que dejó de pagar los suyos y que no fue objeto de las acciones legales que, conforme a las normas tributarias, es preciso materializar ahora para que el Fisco pueda resarcirse convenientemente.



Existe, en consecuencia, una segunda irregularidad grave. Y, a mi juicio, es muy importante que, al momento de pronunciarnos sobre una condonación de deudas y un aporte de capital para cancelar esos impuestos, tengamos suficiente claridad al respecto. Creo que aquí ha habido una multiplicación de irregularidades, y es del caso dejarlo establecido al discutir esta situación en el Honorable Senado.



Termino mi intervención reiterando nuestra esperanza de que tanto la grave injusticia cometida en contra del Partido Socialista a través de las confiscaciones de sus frecuencias CB 114 -la misma que ocupa hoy Radio Nacional- como las perpetradas respecto de otras radioemisoras existentes en 1973 (Balmaceda y Cooperativa) puedan ser resueltas mediante el proyecto de restitución de bienes a los partidos políticos.

El señor OTERO.- Señor Presidente, deseo saber si estoy inscrito.

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Sí, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- En mi calidad de Presidente de la Comisión de Hacienda quiero informar que efectivamente en ella emergieron algunas de las observaciones aquí planteadas. Principalmente el debate se centró en un aspecto que, a mi juicio, constituye una preocupación legítima de los Senadores del Partido Socialista, pues la iniciativa versa sobre Radio Nacional, sucesora de la frecuencia que ocupaba anteriormente la Radio Corporación, la cual fue objeto de una confiscación. Cabe señalar que ni en la Carta Fundamental de 1925, ni en las Actas Constitucionales ni en la Constitución de 1980, se establece la confiscación. Esta es una institución que se aplicó por la vía de los hechos. Y la dictación de los decretos correspondientes se hizo de acuerdo con la juridicidad que el país conoció en ese tiempo.



Efectivamente, el caso de la Radio Nacional no es el mismo que el de la Radio Corporación, en cuanto a estructura física, organización, etcétera. Después de 1973, la situación varió con respecto a lo que era antes de esa fecha. Pero sí hay un elemento determinante, la frecuencia, la cual, si bien es fruto de una concesión otorgada por el Estado a un particular en materia radiofónica, es algo que posee una valor patrimonial. Y cuando se transfiere una radio, es la frecuencia, en términos patrimoniales, lo que normalmente representa el mayor valor de lo que se paga en el mercado.



De acuerdo con los antecedentes de que disponemos, la escasez de la frecuencia en el espectro radiofónico permite que una radio AM en Santiago o en la capital de una provincia importante tenga un valor considerable.



Pues bien, discutimos este asunto en la Comisión de Hacienda, ocasión en la que hice presente -porque fui testigo de los hechos pertinentes, y en esa época era Presidente del Partido- que, no sólo se confiscó la Radio Balmaceda, sino que físicamente se destruyeron sus equipos e incluso se confiscaron los departamentos o bienes raíces en los cuales funcionaba dicha radio, la que, por supuesto, dejó de existir. Pero, además, se suscitó el problema de que los edificios que ocupaba fueron utilizados por los organismos de seguridad de la época.



Como recordé al señor Ministro y al señor Subsecretario, la Radio Cooperativa tenía una cadena nacional que cubría todo el territorio, y por una resolución adoptada durante el Régimen militar -que no voy a calificar, porque desde nuestro punto de vista es absolutamente injusta e improcedente-, también fue objeto de un acto arbitrario, al caducársele ocho frecuencias radiofónicas en todo el país y dejarla reducida sólo a sus frecuencias en Santiago, Valparaíso y Concepción. En todo caso, creo innecesario recordar a los señores Senadores esta situación, porque tienen muy vividos estos hechos y no me parece que los hayan olvidado en tan poco tiempo.



Con motivo de la discusión habida en la Comisión, se hizo ver la conveniencia de que el Gobierno planteara su posición sobre qué sucederá con esta situación, como asimismo, con un asunto que está pendiente           -espero que el Senado lo trate en su oportunidad con la justicia que corresponde-, relativo a los bienes confiscados a los partidos políticos y a las organizaciones sindicales.



También nuevamente debo destacar que éste es un acto sin ningún fundamento jurídico, ni siquiera dentro de la juridicidad del Régimen militar, porque el sistema de la confiscación no está contemplado  -como ya se expresó- en ninguna parte de la normativa jurídica que rigió durante los 17 años de esa Administración. Respecto de este tema, el Gobierno fue claro al expresar su compromiso de incluir en la convocatoria un proyecto de ley referente a la confiscación de bienes que afecta a los partidos, a las organizaciones sindicales y a otras entidades sociales. Existe el propósito, asimismo, de introducir algunas modificaciones al texto ya conocido en la Cámara de Diputados y de contemplar la forma de resarcir los daños o devolver algún tipo de frecuencia a quienes hayan sido afectados por medidas de confiscación en ese sentido.



Como Presidente de la Comisión de Hacienda, es mi obligación   -y así lo asumí durante la discusión del proyecto- dejar constancia en la Sala del compromiso contraído por el señor Ministro Secretario General de Gobierno y por el señor Subsecretario.



Ahora bien, por otra parte, la Comisión estimó que el proyecto cumple absolutamente con las exigencias legales y constitucionales relativas a su financiamiento, ya que el gasto que significa el aporte fiscal, que alcanza a 733 millones de pesos aproximadamente, se calza con un partida equivalente del Tesoro Público. Además, se llega a la conclusión de que se trata de un mero movimiento contable dentro de las cuentas del Fisco, ya que se desembolsa esa cantidad, pero, a la vez, con ella se reembolsan los impuestos impagos desde 1987 a la fecha, correspondientes, principalmente, al no pago del impuesto al valor agregado (IVA), y en una pequeña parte, al Impuesto a la Renta y a un impuesto a un derecho radiofónico.



Respecto del objeto del proyecto, no sólo se trata del pago de estos impuestos adeudados con una condonación de intereses y multas, respecto de lo cual podría alegarse una discriminación de no igualdad ante la ley, como se ha señalado aquí -personalmente, creo que esto no tiene tanta trascendencia, pues ya se tramitó un proyecto sobre condonación de intereses y multas por el anterior Parlamento, condonación, a la que, efectivamente, no se acogió la Radio Nacional-, sino que también podría interpretarse como una manera de dar una nueva oportunidad a uno de los contribuyentes que no se acogió a la normativa general que permitió esa condonación de intereses penales y multas.



Por lo demás, personalmente estimo bastante inconducente el hecho de condonar o no condonar, por cuanto, en caso negativo, en lugar de 733 millones habría que dar seguramente 500 ó 600 millones de pesos más, que jugarían nuevamente en el mismo ejercicio contable fiscal al entregarlos a la Radio Nacional para que ésta, a su vez, se los proporcionara a la Tesorería por concepto de pago de impuestos. O sea, tampoco se produciría un mayor problema si se optara por la vía de no condonar y de pagar haciendo un mayor aporte fiscal.



Ahora, en cuanto al tema de la operación misma, a lo que es la transformación de la Radio Nacional en una sociedad anónima, otorgándole por una sola vez autorización para que pueda proceder como en actividades empresariales, el Gobierno tiene un compromiso claro y definido en el sentido de que esta Radio sea licitada a fin de ser adquirida por el sector privado. El Ejecutivo no tiene intención ni decisión -y así quedó en claro en la Comisión- de mantener este activó en el patrimonio fiscal y en la gestión empresarial. En ese aspecto, el Honorable señor Errázuriz sugirió fijar un plazo. A su vez, el señor Subsecretario consideró esto inconveniente desde la perspectiva del buen manejo de la venta, pues, si se establecía un plazo perentorio, se dejaba muy limitada la negociación. Pero sí manifestó que existía el claro compromiso del Gobierno de licitar la Radio Nacional a la mayor brevedad, en atención a que, según nos informaron tanto él como la gerenta de la entidad, el déficit mensual de esta empresa, debido a la falta de ingresos, era del orden de los 30 millones de pesos mensuales. Es decir, cada mes que pasa se va haciendo más difícil la situación. Pero, de seguir en esa perspectiva y de no hacerse una enajenación y una licitación dentro de un tiempo más o menos razonable, tendríamos seguramente que dictar una nueva ley con el objeto de dar financiamiento a la Radio Nacional para que pague sus deudas.



También el Honorable señor Errázuriz manifestó su deseo de formular indicación al artículo 1° para precisar lo relativo a la autorización de la actividad empresarial para este solo efecto y para que se enajenara la Radio Nacional transfiriéndola del sector fiscal al privado.



En definitiva, ésas fueron las razones que llevaron a la Comisión a aprobar todo el articulado del proyecto, condicionado a lo expuesto por el Honorable señor Ominami, así como a los planteamientos formulados por el Senador señor Errázuriz y por el propio Presidente. Hubo cuatro votos a favor y la abstención del Honorable señor Lavandero respecto de todos sus artículos. El señor Senador requirió una serie de antecedentes, los que fueron proporcionados durante el transcurso de dos sesiones.



He dicho.

El señor MC-INTYRE.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Con la venia de la Mesa, no tengo inconveniente.

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Puede hacer uso de ella el Senador señor Mc-Intyre.

El señor MC-INTYRE.- Señor Presidente, no obstante tener razón Sus Señorías, desde su punto de vista, en no estar de acuerdo con el decreto ley N° 77, de 1973, cabe señalar que su texto daba legalidad a lo que estamos comentando. En efecto, su artículo 1°, junto con disponer la cancelación de la personalidad jurídica de los partidos políticos, establecía que, además, sus bienes pasarán al dominio del Estado, el que los destinará a los fines que estime conveniente. De modo que existía un cuerpo legal que permitía proceder en esos términos, aun cuando -como es lógico y natural- los partidos políticos correspondientes no estuvieran de acuerdo en ello.

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Recupera el uso de la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Debo aclarar al Honorable señor Mc-Intyre que es muy difícil justificar una confiscación sobre la base de un decreto ley dictado por el propio Régimen militar que la autorizó, porque en ninguna norma constitucional vigente a esa fecha ni en las Actas Constitucionales se contemplaba la posibilidad del Gobierno de confiscar bienes. Y la Constitución de 1980 -¡gracias a Dios!- tampoco consigna la institución de la confiscación. Se trata de una institución que en ninguna legislación ni normativa constitucional del mundo está contemplada, porque es un acto arbitrario, que atenta contra los derechos más esenciales de lo que es el patrimonio de las personas.

El señor LAVANDERO.- ¿Me permite una interrupción, señor Presidente?

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Puede hacer uso de ella Su Señoría.

El señor LAVANDERO.- Señor Presidente, un señor Senador aludió a mí diciendo que he hablado con mala intención, por el hecho de haber dado lectura a un documento oficial a instancias, incluso, de otro señor Senador. Se trata de un hecho. Por desgracia, las nóminas de los directorios de la Radio Nacional están completas desde ahora hasta 1984, pero hacia atrás no las hay; han desaparecido de los archivos correspondientes. En cuanto a los otros antecedentes que he dado a conocer, sobre los montos de los dineros adeudados, también se trata de datos oficiales, de modo que son hechos. Por ello, no puede deducirse que haya habido mala intención. He anunciado que voy a votar favorablemente el proyecto y he señalado que las personas a que me referí, en su calidad de directores, son responsables de la conducción de la empresa; pero decir eso no constituye una mala intención. Tampoco he atacado la honorabilidad de persona alguna. Sólo he dado lectura a la composición de los directorios habidos en la Radio Nacional hasta 1984. Ahora, si eso es una mala intención, la opinión pública podrá juzgarlo.

El señor SIEBERT.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- No se puede interrumpir una interrupción.



Honorable señor Zaldívar, ¿terminó de hacer uso de la palabra?



Antes de dar la palabra al Honorable señor Núñez, a quien le corresponde intervenir, deseo informar a la Sala que se encuentra en las tribunas una delegación de directivos de la Universidad de Concepción, a la cual se rendirá homenaje en unos momentos más. Damos la bienvenida a sus representantes aquí presentes.



Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, deseo decir muy francamente que me cuesta comprometer mi voto favorable al proyecto en estudio y que me inclino más bien por abstenerme, porque mi impresión muy personal es que, de aprobarlo, de alguna manera estaríamos legitimando una figura jurídica inexistente en la Constitución de 1925 y que tampoco está consignada en la de 1980, como muy bien lo recordó el Senador señor Andrés Zaldívar: la confiscación, figura que, de hecho -llamémosla por su nombre-, fue una usurpación.



En realidad, independientemente de la circunstancia de que el decreto ley N° 77, de 13 de octubre de 1973, canceló la personalidad jurídica de todos los partidos de la Unidad Popular y confiscó sus bienes; que el decreto ley N° 78, de 17 de octubre del mismo año, declaró en receso al resto de las colectividades políticas existentes en el país en aquella época; que el decreto ley N° 1.697, de 12 de marzo de 1977, canceló la personalidad jurídica, además, a los Partidos Demócrata Cristiano, Nacional e Izquierda Radical; que el decreto ley N° 258, de 14 de enero de 1974, dio origen a Radio Nacional de Chile -ella ocupó la misma frecuencia de Radio Corporación, que era propiedad legítima y legal del Partido Socialista-; que el decreto supremo N° 1.382, de 14 de septiembre de 1974, declaró disuelta la sociedad "Corporación de Radio y Televisión Limitada", e independientemente también de los juicios históricos que tengamos y de la valoración jurídica que podamos invocar, lo real y concreto es que esas emisoras y otras, como "Balmaceda", tenían propietarios legítimos, al tenor de la normativa jurídica vigente en la época. El Partido Socialista gozaba de personalidad jurídica y adquirió todas sus propiedades en conformidad a las disposiciones legales en vigor y con toda la normalidad que exigía la ley.



Entonces, me pregunto, Honorables colegas, si podemos legitimar un acto que a todas luces constituye una confiscación de bienes, sin indemnización de ningún tipo. Sé que podemos entrar a hacer muchas disquisiciones de carácter legal y constitucional, y dar al respecto interpretaciones muy distintas; pero, en el fondo -repito-, al aprobar esta iniciativa estamos, de hecho, legitimando un acto de usurpación de pertenencias legalmente adquiridas, en este caso concreto, por el Partido Socialista, y bien puede ser por otros más.



En cuanto a Radio Nacional, tenemos clara su situación y no deseamos que ella se prolongue. Sabemos perfectamente que esa emisora tiene un pasivo extraordinariamente grande; una deuda imposible de mantener por largo tiempo, la que cuesta al erario aproximadamente 40 millones de pesos mensuales; que tiene una pesada carga tributaria, no cancelada en su momento, y una previsional inusualmente abultada.



Por ello, no deseo que se deduzca de mis palabras siquiera el intento de que se conserve una estación que no reporta utilidad alguna al Estado de Chile ni a la entidad que en este momento la dirige. Incluso, no me opongo a que, en su momento, pase a la CORFO, para que ella proceda a su licitación. Dicha Radio ya hizo un esfuerzo para alivianar su deuda vendiendo algunos activos que poseía, y se desprendió de algunas filiales de provincia.



A mayor abundamiento, debo señalar que al Partido Socialista, además de esa emisora, se le confiscó -ello no se señala en la intervención del señor Ministro- un predio de diez hectáreas ubicado en la actual comuna de La Florida, camino a Puente Alto. Sus Señorías tendrán claro que una propiedad de esa superficie en el paradero 16 de La Florida tiene un valor extraordinariamente alto; sin embargo, le fue confiscada. También se le privó de la banda de frecuencia modulada de Radio Corporación, una de las primeras en su tipo existentes en el país. Y, en virtud del mismo decreto dictado al efecto, se le quitó o confiscó -en mi opinión, se le usurpó-, una cantidad no despreciable de radios de provincia. Asimismo, debo señalar que el Partido Socialista poseía en ese entonces alrededor de 40 de ellas. Y está claro que nunca recuperará esas frecuencias. En efecto, dicha colectividad, con su personalidad jurídica, poseía una red nacional de emisoras, al igual como la tenían las Radios Cooperativa y Balmaceda. Y ninguna le será devuelta. Sé que el Estado concede el uso de las frecuencias; que ellas no tienen la misma naturaleza jurídica de un bien raíz, pero recordemos que sobre las mismas se ejerce el derecho de propiedad.



En mi opinión, cuando uno se pronuncia favorablemente ante una iniciativa como la que se analiza, de alguna manera está legitimando actos de usurpación ocurridos con anterioridad, independientemente de los hechos que en su momento movieron a la autoridad (vale decir, a la Junta Militar de Gobierno) a dictar esos decretos; pero lo real es que estamos ante una situación extraordinariamente delicada. Al respecto, espero que los señores Senadores -particularmente los de Oposición- aprueben el proyecto que el Ejecutivo envíe en su oportunidad para restituir los bienes confiscados a los partidos políticos, entre otros, al  Partido Nacional, del cual varios miembros del Senado fueron militantes. Todos tenemos claro que en algún instante debemos hacer una reparación y devolver algunas de sus pertenencias, o bien otorgar las indemnizaciones correspondientes. Por ejemplo, en Valparaíso, Gendarmería de Chile se hizo cargo de un local que la colectividad a que pertenezco había adquirido 30 años antes, ajustándose a la legalidad de la época. Y todavía lo tiene en su poder, lo que resulta totalmente absurdo. Otro tanto sucede con muchos otros bienes en manos de Carabineros de Chile u otras instituciones.



Pero la argumentación de fondo que deseo señalar es que, en mi concepto, al votar favorablemente el proyecto, de algún modo estamos legitimando un acto de usurpación, de confiscación que no contemplaba el ordenamiento jurídico existente en ese tiempo.



En todo caso, estimo que el Senado debe solicitar algunos antecedentes más precisos respecto de cómo la Radio Nacional de Chile acumuló tal deuda durante tanto tiempo, incluidos los cuatro años de Gobierno del ex Presidente Aylwin. Es bueno que los conozcamos, pues en el informe no se da a conocer en profundidad y detalle la razón que se tuvo para que dicha emisora se endeudara de la manera como lo hizo. No deseo prejuzgar, pero obviamente no se me escapa que a través de ella, tal vez, se quiso hacer algún tipo de figura de carácter tributario que terminó por cargar a la estación, de propiedad del Estado, deudas que no le correspondía pagar. No es que haya habido una mala gestión durante los Regímenes del General Pinochet y del ex Presidente Aylwin, sino que, sencillamente, soportaba una carga, una "mochila" tan grande que era imposible manejarla. ¿Por qué se acumuló ese pasivo? A mi parecer, se requieren mayores antecedentes acerca de lo ocurrido.



Por lo anterior, anuncio que me abstendré de votar, no por razones de política menor, sino simplemente por creer que aún no somos capaces de reparar un hecho absolutamente injusto, ilegal -incluso en el ordenamiento jurídico de ese momento-, como fue el haber confiscado tantos bienes, no sólo al Partido Socialista, sino también a un conjunto muy grande de colectividades que no formaban parte de la Unidad Popular, como los Partidos Demócrata Cristiano, Izquierda Radical y Nacional. Pienso que se nos podrían devolver esas frecuencias, que es lo lógico. Comprendo que no se restituya un local existente en tal o cual lugar en el que se construyó un edificio, porque eso resultaría imposible. Pero es perfectamente factible que se estudie la posibilidad de devolver a esas entidades jurídicamente establecidas las frecuencias que operaban, por ser lo que corresponde y por tratarse de un bien que perfectamente puede administrar el Estado, lo que no ocurre, por ejemplo, tratándose de un predio donde se levantó un edificio, caso en el cual lo único que cabe es indemnizar. En cambio, es totalmente legítimo pedir que se restituya una frecuencia mal adquirida por parte del Estado.



Por último, podemos aceptar que la emisora que opera tal frecuencia pase a la CORFO para su posterior privatización; pero, en el caso de que se trata, hay involucrado algo que no podríamos aprobar, porque, en mi concepto, sería legitimar un acto de ilegalidad.



He dicho.

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Antes de conceder el uso de la palabra al señor Senador inscrito a continuación, deseo hacer notar que restan quince minutos para el término del Orden del Día; que la urgencia del proyecto está calificada de "Suma", y que ella vence el viernes próximo. Por lo tanto, la Sala deberá adoptar una resolución antes de las 13, con el objeto de solucionar ese problema reglamentario.

El señor HAMILTON.- Señor Presidente, deseo plantear una sugerencia de orden, en el sentido de que los Senadores que estamos inscritos para intervenir en relación con esta materia postergáramos nuestra participación para el momento de fundamentar el voto. De esa manera, podríamos entrar derechamente a votar el proyecto.

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo para proceder en tal sentido?

El señor OTERO.- No, señor Presidente.

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Sólo deseaba advertir acerca del tiempo disponible.



Está inscrito a continuación el Honorable señor Otero; pero el señor Ministro está pidiendo la palabra, y tiene preferencia.

El señor RIVEROS (Ministro Secretario General de Gobierno subrogante).- Señor Presidente, seré muy breve.



En cuanto a lo señalado por el Senador señor Núñez, desde luego está muy lejos de la intención del Gobierno, pues propuso esta iniciativa, consagrar alguna situación como la que se mencionó, de usurpación o de confiscación. Tenemos muy claro que el proyecto obedece a un aspecto de hecho que es necesario enfrentar. Y es deber nuestro velar por que el Estado en su gestión no sufra detrimento. De continuar la situación de Radio Nacional en los términos en que hoy existe, indudablemente que ese efecto se produce, y es el que está enfrentando el proyecto en estudio. Pero no deseamos que esto se confunda con otros elementos -algunos, de principios- que, obviamente, también compartimos. Es ese fundamento el que motivó al Ejecutivo a encarar el problema de la devolución de los bienes a los partidos políticos, entidades sindicales e, incluso, particulares o su reparación, por creer que hay una base de principios bien establecida, que nosotros, una vez más, deseamos recordar. Pero -reitero- eso tiene otro carácter, es materia de otra iniciativa de ley y de compromisos como los que recordó el Senador señor Andrés Zaldívar.



Por último, deseo dejar establecido que, obviamente, el proyecto no debe ser visto como algo que consagre una pugna o el debilitamiento de principios tan claramente establecidos como el derecho de propiedad.



Gracias, señor Presidente.

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Otero.

El señor OTERO.- Señor Presidente, en primer término, deseo hacer una petición formal al señor Ministro, en el sentido de que el Gobierno cambie la urgencia de la iniciativa, pues plantearé de partida que, de acuerdo con el Reglamento, se fije plazo para presentar indicaciones. Ella está redactada como artículo único, y podría estimarse que, por no haber plazo y por no formularse indicaciones quedaría aprobado en general y particular, lo que nos obligaría a votarla en contra, y no es nuestra intención hacerlo. Pero, obviamente, un proyecto de esta naturaleza requiere de un lapso para que los Senadores podamos presentar indicaciones, cosa que, dada la calificación de "Suma Urgencia", aparece seriamente dificultada.



Por eso, concedo una interrupción al señor Ministro subrogante para que nos diga si el Ejecutivo va a retirar la urgencia y a calificarla nuevamente, por ser la única manera de continuar el debate.

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor RIVEROS (Ministro Secretario General de Gobierno subrogante).- ¿Cuánto plazo estima Su Señoría necesario para la eventual formulación de indicaciones?

El señor OTERO.- Creo que podríamos poner como límite el lunes 16, a las 12, para permitir a la Comisión el análisis de las mismas, con lo cual la Sala estaría en condiciones de votar el proyecto el miércoles 18.

El señor RIVEROS (Ministro Secretario General de Gobierno subrogante).- En el entendido de que efectivamente se hallará el texto de vuelta en la Sala a más tardar el próximo miércoles, estamos en condiciones de acceder al plan de trabajo descrito.

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Quedaría establecido, entonces, que el compromiso del señor Ministro en orden a retirar la calificación de "Suma Urgencia" nos lleva a asumir, por nuestra parte, el de poner el proyecto en la tabla del próximo miércoles.



¿Está la Sala de acuerdo al respecto?

El señor OTERO.- Y el plazo para presentar indicaciones se fija hasta el lunes 16, a las 12.

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Honorable señora Feliú.

El señor OTERO.- Señor Presidente, no he concluido mi intervención.

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Es sólo un momento, Su Señoría, para clarificar el procedimiento.

La señora FELJU.- Señor Presidente, el proyecto podrá incluirse en la tabla del miércoles siempre que el informe esté 24 horas antes en poder de los señores Senadores; es decir, tendría que quedar listo y repartido el día martes. De otro modo, habríamos comprometido la inclusión de la iniciativa en la tabla sin la certeza de que podremos leer el informe y estudiarlo en forma previa a la sesión.

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Debo recordar que hemos solicitado al Ejecutivo, en la persona del señor Ministro, el retiro de la urgencia. Por lo tanto, como Senado, tenemos que disponer las medidas tendientes a que la iniciativa sea tratada el miércoles en la Sala, sin perjuicio de que los Comités, en su oportunidad, determinen un mecanismo expedito sobre el particular.



Tiene la palabra el Senador señor Otero.

El señor OTERO.- Señor Presidente, el debate, que debía recaer en un proyecto determinado, ha ido derivando, por intervenciones de distintos señores Senadores, hacia otros temas. Esa circunstancia nos obliga a centrarnos en éstos.



Me parece extraordinariamente beneficioso, y lo aplaudo -lo digo sinceramente-, que los que fueron archienemigos de la propiedad privada, que los que propiciaron la ocupación de predios, de fábricas, y sostuvieron que no había que pagar indemnizaciones, hoy día hayan reconocido su error de concepto y de doctrina, y crean en la propiedad privada; defiendan la propiedad privada. Eso es algo realmente digno de destacar en esta Sala.



Porque, señor Presidente, cuando se habla de una confiscación, cuando se critica una confiscación, tendríamos que recordar -y no es bueno traerlo permanentemente a colación- que en muchísimas oportunidades, en los años anteriores a 1973, hubo ocupaciones; que hubo intervenciones que la Contraloría declaró absolutamente ilegales, así como también lo hizo, incluso, la Cámara de Diputados. Todo eso afectaba el derecho de propiedad. Es más, hoy día hay agricultores que entonces perdieron tierras sin recibir indemnización, y que nunca la han obtenido. Pensamos que ésta es una situación lamentable, que es una mancha en la historia de Chile y que no debe volver a producirse. Pero debemos tener la objetividad y la claridad suficientes para ver cómo se fueron desencadenando los hechos y cuánta responsabilidad cabe asignar en ello a doctrinas e ideologías que, por fortuna, actualmente han variado su posición en 180 grados. Desde ese punto de vista, uno debe realmente aplaudir lo que ahora escucha en el Senado.



Ahora, es preciso consignar que un señor Senador -que al parecer se entusiasmó, porque no recuerda que habló de corrupción y de malos manejos al referirse a un directorio- omitió señalar algunos aspectos que será bueno dejar en claro.



En primer lugar, quien preside el directorio de la Radio es el Director de la División de Comunicación Social de la Subsecretaría General de Gobierno. No se dieron nombres ni se mencionó este hecho, pero es una realidad.



En seguida, tampoco se dijo que el 22 de enero de 1991, a través de la ley N° 19.033, se otorgó a Radio Nacional de Chile un aporte de capital de 162 millones de pesos, cuyo destino final era el pago de la deuda originada con anterioridad al 11 de marzo de 1990. Desde esta última fecha en que la deuda quedó en cero, hasta hoy, ella ha aumentado a 700 millones de pesos.



Asimismo, se omitió puntualizar que ésta es una empresa fiscal y que, por lo tanto, la única autoridad en Chile que ha podido tomar las medidas necesarias para que vuelva a manos privadas -y no prosiga una pérdida de dinero que, a la postre, "paga Moya"- es el Ejecutivo.



Paradójicamente, el Senado deberá recordar que hace tres años vimos el Estatuto de Televisión Nacional, y que adoptamos disposiciones e introdujimos en esa ley mecanismos para evitar que nuevamente el Estado entregara dineros. Es más: se estableció que la empresa estatal que incurriera en estos déficit debía quebrar como cualquier otra, y sus ejecutivos y directores, asumir las responsabilidades consiguientes.



Pero, señor Presidente, desde 1990 a la fecha fue precisamente el Gobierno el que incurrió en demora para enviar este proyecto. No es responsabilidad de las Fuerzas Armadas y de Orden, ni del Senado, el que se haya mantenido una administración deficiente en una empresa estatal, sino que fue, exclusivamente, responsabilidad del Gobierno de entonces. Este último, en efecto, debió haber enviado al Senado el proyecto de ley que hoy conocemos, para transformar la sociedad, el ente jurídico fiscal -que es un híbrido-, en una sociedad anónima, y privatizarla.



Por otra parte, no se puede aceptar que se usen términos como el de "corrupción" al referirse a directores de desempeño ineficiente. En esta bancada jamás se ha utilizado ese concepto para calificar a los ejecutivos de CODELCO, por ejemplo. En el Directorio de esa empresa ha habido Ministros de Estado, entre ellos personas conocedoras de finanzas; en el de Radio Nacional figuran oficiales de Ejército, de la Armada, de la Aviación, de Carabineros, nombrados por mandato de una ley -que no fue modificada porque el único que podía proponerlo, el Ejecutivo, no lo hizo-, pero quien lo presidía era un funcionario de Gobierno. Luego, las observaciones que hacía el señor Senador afectan seriamente al Gobierno anterior. Nosotros no participamos de su opinión.



Y no creemos que los Ministros que integraban el directorio de CODELCO eran corruptos. ¡En absoluto! Se produjo una pérdida extraordinaria para el Fisco de Chile, de un monto con el cual podríamos haber realizado gran cantidad de obras sociales; pero nunca en estas bancadas se han usado epítetos de esa naturaleza. Lo que sí se ha dicho es que hay una responsabilidad, y que es la misma que asume cualquier director de una empresa estatal cuando no administra bien: Pero de ahí a emplear el calificativo de "corrupción" -porque ello implica un delito-, hay una grande, una enorme diferencia. Y es bueno que seamos nosotros, los Senadores de Oposición, quienes pongamos las cosas en su justa medida.

El señor HAMILTON.- ¿Me permite una breve interrupción, Honorable señor Otero?

El señor OTERO.- Con la venia de la Mesa, siempre he dado las interrupciones que me piden, señor Senador.

El señor HAMILTON.- Señor Presidente, no quiero dejar pasar la afirmación del Senador señor Otero de que la administración de CODELCO corresponde al Directorio.



Es muy fácil incurrir en ese error. En un plano general, el Honorable colega tiene razón: en las sociedades comunes administra el directorio, y por delegación de éste actúan los ejecutivos. Sin embargo, la ley que rige CODELCO, dictada en las postrimerías del Gobierno militar, y el estatuto, impuesto en definitiva por el criterio de la Contraloría, declaran expresa y explícitamente que en esta empresa no es el Directorio el que administra, sino el Presidente Ejecutivo, que en cualquier sociedad equivale al gerente general. Su poder no emana, en consecuencia, de una delegación de facultades del Directorio, sino derechamente de la ley.



Hago esta corrección porque Su Señoría puede, simplemente, no haber leído la ley de CODELCO. En general, tendría razón si se tratara de una sociedad anónima, de las sociedades comunes; pero, en este caso, la norma, por excepción, está revertida por la ley y el estatuto vigentes.



Gracias, señor Senador.

El señor OTERO.- Señor Presidente, debo recordar que en esa materia el Consejo de Defensa del Estado ha emitido un informe contrario a la opinión del señor Hamilton. Como constituye un asunto sometido a proceso, y soy muy respetuoso de lo que dispone el artículo 73 de la Constitución Política de la República, no voy a emitir opinión sobre lo que, en último término, tiene que ser resuelto por la justicia.



Pero sí puedo señalar que, en mi concepción, jamás, de ninguna manera, podría calificarse de "corruptos" a los directores que se desempeñaban en CODELCO, como tampoco a los directores de Radio Nacional.

El señor LAVANDERO.- ¿Me permite una interrupción, Su Señoría?

El señor OTERO.- El último punto que quisiera plantear...

El señor LAVANDERO.- ¿Podría concederme una interrupción, Honorable colega?

El señor OTERO.- Cabe advertir, señor Presidente, que respecto de este proyecto hay varios elementos que consideramos fundamentales. Y por eso pedí fijar el plazo para presentar indicaciones.



En primer lugar, es imprescindible incluir la misma norma que se estableció en el caso de Televisión Nacional, relativa a que no pueden darse servicios gratuitos al Gobierno, ni a las reparticiones estatales, ni a las empresas en que el Estado tenga mayoría accionaría.



Además, debe disponerse que se competirá libremente en el mercado. De modo que si la entidad va a quebrar, quebrará, aun cuando sea empresa pública.



También, debiéramos precisar -esto es muy importante- que es necesario proceder a la privatización y expresar en el texto que tanto la CORFO como el Fisco de Chile licitarán públicamente sus acciones. Esto no lo dice el proyecto; se menciona en la Sala. Pero una cosa es lo que se dice en la Sala, sin que constituya una obligación por no ser ley, y otra, lo que se incorpore en el texto legal.



Estimamos indispensable, señor Presidente, consagrar en la ley que esta empresa será privatizada -repito- y que las acciones en poder de la CORFO y del Fisco se enajenarán por medio de licitación pública. Es más: esperamos que en el articulado figuren las bases de licitación, para que ésta tenga una transparencia tal que nadie pueda objetar la forma en que se lleve a efecto ni la legitimidad de las adquisiciones.



Me parece extraordinariamente relevante incluir todo eso en el proyecto. ¿Qué va a ocurrir en caso contrario? Que vamos a seguir con una empresa estatal financiada por la vía de los socios, sin que tengamos un control para impedir que continúen las pérdidas.



Asimismo, se requiere establecer claramente que ni el Estado ni los socios podrán, en modo alguno, efectuar aportes de capital ni hacerse cargo de las deudas, desde que la entidad se constituya. Porque de lo contrario no estaríamos sino cerrando los ojos y, como el avestruz, metiendo la cabeza en la arena.



Tenemos interés en que Radio Nacional de Chile se convierta en una sociedad anónima abierta; queremos que pase al dominio privado, como lo ha expresado el Gobierno a través del señor Ministro subrogante. Pero no basta decirlo en la Sala, sino que de ello debe...

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Señor Senador,...

El señor OTERO.- ...quedar una constancia expresa en la ley.



Señor Presidente, sé que ha llegado la hora de suspender el debate, para rendir los homenajes previstos. Espero que con posterioridad pueda finalizar mi intervención.

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Ha terminado el Orden del Día, señor Senador -son las 13-, para dar paso a la hora de Incidentes.



--Queda pendiente la discusión general del proyecto y con el uso de la palabra el Honorable señor Otero.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)--------------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor Lagos:

GRAVE SITUACIÓN ECONÓMICA DE CUERPO

DE BOMBEROS DE ARICA


"Al señor Ministro del Interior, pidiendo que se sirva disponer medidas de apoyo económico en favor del Cuerpo de Bomberos de Arica, que afronta una falta de recursos insostenible por más tiempo.".

AMPLIACIÓN DE INFRAESTRUCTURA DE POZO

ALMONTE (PRIMERA REGIÓN)



"Al señor Ministro del Interior, para pedir la adopción de medidas tendientes a adecuar las obras de infraestructura de Pozo Almonte conforme al apreciable aumento de su población, acentuado por el desarrollo de centros mineros y la afluencia de trabajadores a la zona.".

DESTINACIÓN DE RECURSOS SEGÚN APORTE A

RECAUDACIÓN TRIBUTARIA



"Al señor Ministro de Hacienda, representándole la necesidad de una justa relación entre la productividad de una zona y la inversión de recursos impositivos en ésta, sin perjuicio de un mayor aporte fiscal directo.".

REPARACIÓN DE CAMINO A LA TIRANA (PRIMERA REGIÓN)



"Al señor Ministro de Obras Públicas, para solicitar la pronta reparación del camino que une la Carretera Panamericana con el pueblo de La Tirana, gravemente deteriorado y a punto de quedar intransitable.".

REPACTACION DE DEUDAS POR VIVIENDAS DE

VILLA PEDRO LAGOS, DE ARICA



"Al señor Presidente del Banco del Estado de Chile, para que autorice la repactación de deudas habitacionales a adquirentes de viviendas de la Villa Pedro Lagos, de Arica, afectados por la depresión económica que sufre la zona, y suspenda los remates de propiedades.".

)-------------------(

El señor RUIZ, don José (Presidente accidental).- Para rendir el homenaje que se ha anunciado, tiene la palabra el Honorable señor Cantuarias.

HOMENAJE A UNIVERSIDAD DE CONCEPCIÓN 

EN 75° ANIVERSARIO

El señor CANTUARIAS.- Señor Presidente, señores Senadores:



La ciudad de Concepción, a la que represento en el Senado por mandato de su ciudadanía, tiene muchas características que la perfilan con singularidad a nivel nacional. Zona de un pasado histórico para siempre engarzado en la formación de la raza y de la nacionalidad, avanzada y origen de la Independencia y de la República. Zona de esfuerzo y de permanente labor por crear riquezas que permitan dar sustento a sus habitantes. Zona de preocupaciones intelectuales y profesionales, conocida por la relevancia de la actividad universitaria.



A este último aspecto, tan importante en el pasado, presente y futuro de la Región del Biobío, nos referiremos brevemente hoy, para rendir homenaje, en sus 75 años, a nuestra querida Universidad de Concepción.



Deseo expresarle, señor Presidente, que este homenaje no deja de estar teñido de personal emoción. Soy ex alumno de la Universidad de Concepción. Fui dirigente estudiantil en ella, en años en que la actividad en torno de las inquietudes gremiales estudiantiles trascendía al país entero. En el deporte, defendí sus colores. Fui ayudante y profesor. Por el hermoso campus que los visionarios fundadores de la Universidad crearon, paseé mis desvelos y alegrías de estudiante. En sus aulas y jardines, en las horas de estudio y en las horas de clase de maestros que nos formaban con rigor, abrigué las ilusiones y esperanzas que en esos años de juventud, aún cercanos, son parte esencial de nuestros pensamientos.



Cuando salí del país a hacer estudios de postgrado, pude comprobar la calidad de la formación que había recibido, que me hacía más fácil desempeñarme en otras aulas, también exigentes.



Soy deudor, entonces, en mi formación profesional, de la Universidad de Concepción, a la que sigo sintiendo propia y cercana, porque continúa estando presente en mí con la intensidad que caracteriza siempre al sitio que ha sido nuestro hogar.



Pero no sólo un sentimiento de gratitud y nostalgia me mueve a rendir hoy homenaje a la Universidad, al cumplir 75 años de su fundación. Hay muchas más razones. Y la esencial es, sin duda, que esta Casa de Estudios prestigiada a nivel nacional, ha significado para Concepción y la Región un pilar fundamental en lo que son actualmente.



La ciudad, que cuenta con a lo menos cinco universidades, siendo la más destacada y tradicional la de Concepción, tiene un largo pasado de inquietudes intelectuales en este ámbito. Ya en el siglo XVI, como lo registra la historia, se quiso dotarla de una casa de estudios superiores. La primera de tales iniciativas se remonta a 1568, y existieron otras en tal sentido en 1657 y 1724, siendo la última la que se pudo concretar, al crearse la Universidad Pencopolitana por el Papa Gregorio XV y el Rey Felipe V, los que a través de una real cédula le infundieron vida efectiva 24 años antes que la de San Felipe, en Santiago.



No es la ocasión para hacer una rememoranza más extensa de tal institución, destruida por el terremoto de 1751, que barriera el Concepción de Penco. Pero quedó como una constancia de la preocupación por el intelecto y el saber, que ya en la etapa fundacional de nuestro país se manifestó en la zona.



Aunque surgieron iniciativas posteriores destinadas a crear cursos universitarios, se tuvo que esperar el comienzo de nuestro siglo para que se pudiera concretar nuevamente en Concepción tal aspiración. La llegada a la ciudad, en 1915, como rector del Liceo, del distinguido educador, filósofo y humanista don Enrique Molina Garmendia, trajo renovados aires intelectuales al plantel, de tai, larga y destacada trayectoria. En el local funcionaba, desde su creación oficial, en 1865, el Curso Fiscal de Leyes anexo al establecimiento y que en 1928 se integró, como Escuela de Derecho, a la Universidad, una vez formada.



La inquietud que animaba a don Enrique Molina engarzaba con la de otros profesionales, comerciantes, agricultores y personeros de Concepción, entre los que destacaba el doctor Virginio Gómez González, en ese entonces administrador del Hospital San Juan de Dios. Fue este último quien el 17 de enero de 1917 invitó a un amplio grupo de penquistas a una reunión en los salones del Club Concepción, con el objeto de conversar sobre la posibilidad de construir un hospital clínico. Esta iniciativa, inspirada en la Clínica Mayo, de Rochester, Estados Unidos, no prosperó. Pero esa reunión fue el detonante que preparó el ambiente necesario para hacer general el propósito de fundar una universidad.



Don Enrique Molina se había entrevistado, en marzo de 1917, con el Presidente de la República, para solicitarle que la creara, lo que, por las esperas burocráticas y dificultades económicas, parecía imposible. Sin embargo, el espíritu cívico penquista había alzado como propia esa idea, y personeros de la ciudad, entre los que se contaban don Enrique Molina y don Virginio Gómez, citaron a un cabildo abierto para analizar el proyecto, acto que se efectuó el 23 de marzo de 1917 en el Salón de Honor del antiguo edificio de la Municipalidad, frente a la Plaza Independencia.



Por razones de tiempo, no puedo referirme a todas las personalidades que estuvieron presentes en tal reunión. Pero debe consignarse que en el curso de ella se formó el Comité Provisorio Pro Universidad y Hospital Clínico de Concepción, que fue presidido por don Enrique Molina, siendo sus vicepresidentes el doctor Gómez y don Esteban Huirá, y sus miembros, entre muchos otros, los señores Eliseo Salas Maturana, Samuel Guzmán García, Julio Parada Benavente, Luis David Cruz Ocampo, Víctor Bunster, Edmundo Larenas, Guillermo Gleisner, etcétera.



Las dos principales figuras de esta iniciativa, si bien contaban con un ideal común, diferían en su enfoque de la universidad que buscaban crear. Don Enrique Molina, humanista y filósofo, deseaba la formación de una universidad de tipo clásico, siguiendo el estilo napoleónico, como la De Chile. El doctor Virginio Gómez, que auguraba un futuro industrial para la región, pretendía una universidad de orientación principalmente técnica. Fue, en definitiva, el primer modelo el que se siguió. Pero del empeño del doctor Gómez quedó la creación de la Escuela de Química Industrial.



El Comité referido redactó un proyecto de ley con el objeto de que se creara la Universidad de Concepción, la que obtuvo su personalidad jurídica en 1920. Pero, convencido, a la vez, de que por diversas razones el Gobierno no materializaría esa iniciativa durante largo tiempo, el grupo fundador dio la partida, el 17 de enero de 1919, a las cuatro Escuelas que constituyeron el inicio de la destacada Casa de Estudios Superiores que hoy tiene peso nacional e internacional: De Dentística, De Farmacia, De Química Industrial y De Pedagogía en Inglés, que en sus comienzos tuvieron una matrícula de 120 alumnos. A ella se sumaría más adelante, como he dicho, la Escuela de Derecho.



Para quienes enarbolamos el a veces arduo e incomprendido desafío de representar el espíritu regionalista -tan propio, por lo demás, de Concepción-, lecciones dadas por las generaciones que nos precedieron son las que nos afirman en éste. Fue desde los campos de Los Ángeles que el Padre de la Patria marchó con sus huasos a la Capital, a forjar la Independencia Nacional. Fueron hombres de armas de vieja raigambre penquista, como Prieto y Bulnes, quienes, con su prestigio y talento de estadistas, dieron estabilidad a la naciente República. Fueron, en este caso, esos hombres visionarios de 1919 los que, sin esperar la aprobación o respaldo del Poder Central, pusieron en marcha la Universidad de Concepción.



Como si fuera un símbolo de su espíritu progresista, para instalar el barrio universitario -tan hermoso y amplio, que aún permite sin sobresaltos la expansión de la alta Casa de Estudios- hubo que desecar los pantanos del fundo que en 1924 don Rafael Lamas Castro vendió a la Universidad.



En su ya larga historia, la vida de ese plantel ha reflejado el acontecer nacional. Luego del extenso rectorado de don Enrique Molina, que consolidó a la Universidad y que con su sello humanista le dio vuelo y trascendencia, diversas personalidades -como, desde luego, su inmediato sucesor, don David Stitchkin- han continuado sin pausa su tarea. Al amparo de esta Casa de Estudios, no sólo la ciencia y el saber se han desarrollado, sino que el arte ha tenido también su sitio. El teatro, la poesía y literatura, la pintura y escultura, la música, etcétera, han enriquecido, con el aporte de muchos, el acervo de Concepción, la Región y el país. Por citar un solo ejemplo, recordemos que en la Casa del Arte se cuenta con la más valiosa pinacoteca chilena. La investigación en todos los campos, la activa difusión destinada a llegar más allá de las aulas, en fin, toda una permanente actividad, han fluido en estos 75 años.



Como Presidente de la Comisión de Educación del Senado de la República, al rendir este homenaje a la Universidad de Concepción quiero expresar a su Rector, don Augusto Parra Muñoz, a su cuerpo directivo y docente, y a sus funcionarios y alumnos, los mejores deseos de éxito en las tareas que día a día emprenden. En efecto, el éxito de la labor de hoy es la mejor salvaguardia para la honrosa tradición de que son depositarios, de la que tanto esperan el país y, muy especialmente, la Región del Biobío, que vio nacer a la Universidad y tiene en ella a una de sus instituciones fundamentales, llamada a efectuar cada día un aporte más enriquecedor y lleno de futuro.



He dicho.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, Honorables colegas, los Comités del Senado han resuelto rendir este homenaje a la Universidad de Concepción en un tiempo especial de la sesión de hoy. Deseo agradecerlo como una particular deferencia de los señores Senadores y como un reconocimiento a esa Casa de Estudios, inserta profundamente en la historia contemporánea de Concepción y de la Región del Biobío. Ella es parte del pensamiento chileno, por el sentido universalista que imprimió a su tarea formativa en la educación superior.



Hemos señalado en esta materia que en una época de profundos cambios debemos abordar en profundidad, por ende, el papel de las universidades en el proyecto de país con que soñamos. Esta es una tarea y un debate que tenemos pendientes. Pero de la Universidad de Concepción, de su historia, de su aporte intelectual, de su raigambre regional, de su capacidad de enfrentar los cambios sin perder su alma mater, podemos aprender mucho para construir ese sueño.



Hoy me toca el honor de ser parte de su Directorio, como ayer me correspondió ser alumno, dirigente estudiantil y docente. Hay, pues, una ligazón vital que marca a sus ex alumnos, distribuidos a lo largo de Chile    -muchos de ellos están en esta Sala- y reencontrados a cada instante por recuerdos apenas dormidos y por la impronta que nos marcó a todos. Pero hay, también, un conocimiento de muchos años, que nos da la visión necesaria para dar testimonio de la perdurabilidad de su esencia universitaria, a la que me he referido.



Es el valor de la libertad del pensamiento la razón primera de su existencia y su lema es paradigmático de la búsqueda incansable de la libertad y del predominio del espíritu en su quehacer. Estos conceptos se hallan tan ligados intrínsecamente, que no cabe el uno sin el otro.



Ni el hombre será tal si no prima el espíritu, ni éste podrá primar si no está cierto de su libertad.



En ese espíritu libre para desarrollarse se abre el camino de la verdad que esta Universidad busca con ahínco, para justificar la más antigua y nunca superada definición, de Alfonso el Sabio, que en una oportunidad mencioné en el Senado: conjunción de maestros y alumnos destinada a buscar la verdad. Una verdad que también debe ser universal, porque de ahí viene su raíz etimológica, sin que existan prejuicios para buscarla ni limitaciones para difundirla.



No es esta búsqueda, señores Senadores, ni una ambición concupiscente del hombre, ni una contradicción soberbia con la finitud de nuestra capacidad, sino simplemente reconocer la maravillosa potencialidad de la inteligencia humana, reflejo de la Verdad Eterna, sea como fuere que la concibamos.



Libertad y universalidad, para que gobierne el espíritu y sea posible su desarrollo, parecen ser lo esencial en estos 75 años de nuestra Universidad. Pero, cuando se asumen en plenitud estos valores, surge la tolerancia como secuela necesaria. La tolerancia que no es la transacción subalterna, ni desdibujar la verdad en que creemos, ni aplacar el fuego interior para difundirlo. Tolerancia, a la manera de la Universidad de Concepción, es asumir profundamente aquello que hemos estudiado, analizado y comprobado, y confrontarlo con la verdad que también otros han estudiado y comprobado. Es sumar las coincidencias, para multiplicar el saber, que es patrimonio de todos, y respetar las discrepancias, porque nadie tiene toda la verdad, ni ésta pertenece, en su totalidad, a alguien.



Una verdad ni siquiera pertenece sólo a quien la descubre, porque una persona no es un lobo estepario, según dice Hermann Hesse, sino fruto de muchas influencias. Por ello, la tolerancia no es una dación filantrópica ni un acto de caridad: es el respeto al más inteligente de los raciocinios del hombre, sobre el que puede construirse -y sólo si existe la tolerancia- la caridad, maravillosa sublimación de nuestra vida.



Es haber asumido profundamente estos valores desde su fundación lo que ha permitido a esta Casa de Estudios transitar airosa por tiempos tan cambiantes. Es lo que la ha hecho más fuerte, al superar conflictos y traumas internos similares a los sufridos por toda la sociedad chilena en los últimos decenios, y la ha transformado en la potencia del crecimiento en una Región bullente y progresista.



Ello le permite retomar hoy el camino de la plena libertad académica, consolidar su integración más allá de Concepción y, sobre todo, mantener una relación armoniosa con los estudiantes y el estamento administrativo, partes esenciales de cada universidad.



Ello le permite, también, llegar a un nivel académico sobresaliente en proyectos y en investigación científica, que la coloca en un lugar de privilegio entre las universidades de todo Chile.



Es eso lo que hoy reconocemos en su historia y lo que la lleva a ocupar un espacio, ya consolidado, en el aporte a la búsqueda del saber.



En este momento contamos con la presencia del Rector de la Universidad de Concepción, don Augusto Parra, de los Vicerrectores, del Secretario de la Casa de Estudios y de los representantes del Consejo Académico, del Directorio, de los alumnos y de los funcionarios administrativos.



Son quienes materializan la concepción alfonsina de la Universidad, en la que parece conjugarse hasta la belleza comunitaria de sus Facultades en un barrio universitario que es ya parte del paisaje de Chile.



Para ellos y para toda la Universidad quisimos hacer este recuerdo y rendir este homenaje, al cumplirse 75 años desde que fue fundada por un pensador de excepción, don Enrique Molina, junto a hombres también excepcionales.



Es un homenaje compartido por los Senadores de estas bancas -entre ellos hay ex alumnos de la Universidad, como el Honorable señor Nicolás Díaz-, que ven reflejados en el ideario de esa institución valores que hemos luchado para hacer realidad en nuestra patria.



Señor Presidente, señores Senadores, pocas cosas son más exigentes para el hombre que el ejercicio de la política. En ella surgen, a cada instante, como en ninguna otra actividad humana, los valores, ideas y vivencias más arraigados en el ser, que dan consecuencia a su tarea. Al hablar en el Senado no puedo sino recordar que muchos de los mismos provienen de los años universitarios, cuando nuestra Universidad de Concepción nos enseñó a buscar en el interior del hombre valores que aún seguimos en la utopía de encontrar.



He dicho.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ríos.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, permítaseme una excepción al Reglamento, pues también deseo dirigir mis palabras al señor Rector de la Universidad de Concepción, a los señores decanos y a los miembros de su Cuerpo Directivo y Docente que hoy día nos acompañan.



Los Senadores señores Cantuarias y Ruiz-Esquide tocaron, en sus respectivas intervenciones, una serie de aspectos relevantes de la historia de la Universidad de Concepción y se refirieron a los motivos fundamentales que impulsaron la creación de este centro de estudios en la que hoy es la Región del Biobío.



Quiero agregar un par de antecedentes que me parecen importantes, con el fin de que queden incorporados en la historia de esta sesión, reiterando a lo mejor otros ya conocidos.



En 1906, don Malaquías Concha, fundador del Partido Demócrata, presentó un proyecto al Parlamento para la fundación de una universidad en Concepción, el que por diversas circunstancias no alcanzó a ser considerado. El 23 de marzo de 1917 -como ya se recordó- se celebró en la Municipalidad una asamblea con los más connotados vecinos para cambiar ideas acerca de la fundación de una universidad en Concepción. En esta reunión se nombró un Comité Ejecutivo, presidido por don Enrique Molina, Rector del Liceo, para que diera forma al proyecto de creación de la Universidad y de un Hospital Clínico indispensable para el funcionamiento de la Facultad de Medicina.



Dicho Comité trabajó durante tres años y obtuvo el apoyo de prácticamente toda la ciudadanía de la zona y, muy especialmente, de la Orden Masónica. El proyecto de ley elaborado por este Comité nunca fue tratado en el Parlamento, y el 14 de mayo de 1920 el mismo Comité obtuvo el decreto que concedió personalidad jurídica a la corporación denominada "Universidad de Concepción".



Las actividades docentes se habían iniciado en 1918 con los llamados "cursos cortos". El financiamiento -así se halla establecido en la historia del plantel- corrió por cuenta de las municipalidades de la provincia y, más tarde, de los fondos que proporcionó la Lotería de Concepción. Don Enrique Molina fue su primer Rector y desempeñó el cargo durante 36 años.



Don Fernando Campos Harriet, autor del libró "Historia de Concepción", recuerda las expresiones de don Enrique Molina entregadas en 1959 (don Enrique falleció en 1964). Vale la pena consignar las siguientes:



"Por ese tiempo no concebíamos -dice don Enrique Molina en uno de sus discursos conmemorativos- y así fue durante dos años más, que la Universidad pudiera existir de otra manera que fundada por el Estado". Y añade: "El Presidente acogió el proyecto con muy buena voluntad, pero las eternas dificultades financieras le impidieron tomarlo inmediatamente como un propósito de gobierno.



"Se formó un Comité pro Universidad y Hospital Clínico de Concepción, el 23 de marzo de 1917, compuesto de 23 miembros." Para no recordar más que a los fallecidos -decía don Enrique Molina en 1959- citaremos algunos nombres: el Dr. Virginio Gómez, los señores Edmundo Larenas Guzmán; Augusto Rivera Parga, Abraham Valenzuela Torrealba; Carlos Soto Ayala, Carlos Elgueta"." Algunos de los que seguimos trabajando en la dirección o en las aulas universitarias formábamos también parte de él -dice Molina- como Aurelio Lamas Benavente, Julio Parada Benavente, Alberto Coddou, Luis David Cruz Ocampo, Eliseo Salas, Esteban Iturra del Pino, Desiderio González Medina, Pedro Villa Novoa, Abraham Melo y Peña, Federico Espinoza, Samuel Guzmán García, Francisco Fonk".".



Señor Presidente, la Universidad de Concepción, que hoy cobija a alrededor de 13 mil alumnos, ha ido adquiriendo paulatinamente relevancia en todo el proceso de participación plena de la actividad cultural y académica que un país y una región requieren para prosperar.



Por eso, del Senador que habla un aplauso y, también, una invitación.



El aplauso, porque la Universidad es, en la actualidad, un centro profesional de formidable desarrollo. Y la Región donde está asentada -por su tierra y en ésta los campos agrícolas, las inmensas áreas forestales, que en años venideros generarán más de 20 millones de metros cúbicos de madera, y las montañas, donde se originarán millones de kilovatios; y por su mar, que produce sobre 3 millones de toneladas de pesca- también es, sin lugar a dudas, una zona de gran trascendencia para el país.



La Universidad de Concepción no sólo no ha estado ausente de todo ese proceso, sino que, desde nuestro punto de vista, ha sido el motor fundamental del progreso de la que hoy es la Octava Región del Biobío.



Ahora nuestra invitación:



La Región es amplia pero se siente unida en torno de su historia. Ahora hay que unirla hacia el futuro. Gran parte de los que hicieron la historia de Chile nacieron en esas tierras. Hoy sus habitantes han encontrado en las aulas de la Universidad, junto a la cultura y la educación, el debate de la regionalización del país y el debate de la vida.



Por esas razones el ex Presidente de la República, don Patricio Aylwin, escogió a la Universidad de Concepción para promulgar, en su Salón de la Cultura, la ley que creó los gobiernos regionales de Chile. Y luego se instaló allí el primer gobierno regional de la Región del Biobío.



Cuando un organismo como la Universidad -cuya función fundamental abarca las labores académica, de extensión y de investigación- proyecta su actividad y su vida a todo el desarrollo de la sociedad, es indudable que sus alcances adquieren una fuerza que llega al alma misma de las personas que viven en torno a ella.



Hoy día, señor Presidente, nuestra invitación es a extender la Universidad, en plenitud, a toda la Región. Es cierto que tiene campus en otras ciudades: Los Ángeles y Chillan; pero también lo es que dichas sedes universitarias deben alcanzar la fuerza académica que su casa central de la comuna de Concepción ha logrado cabalmente para el país y, como aquí se ha recordado, para todo el resto de América y el mundo.



Esa inmensa capacidad que ha mostrado en su historia la Universidad de Concepción y que sólo merece elogios la obliga a asumir también la maravillosa y gran responsabilidad de unir a toda la Región hacia el futuro. Esta acción que, por lo demás -así lo han expresado el propio Rector y muchos académicos-, debe formar parte de su quehacer venidero, le permitirá cumplir integralmente la enorme tarea que la historia ya le entregó y que ella recogió con fuerza y optimismo.



Para los Senadores del Comité Renovación Nacional es un gran' honor expresar sus parabienes a la Universidad de Concepción, pues la sentimos muy parte del país; muy responsable de su historia y su futuro y, por sobre todas las cosas, absolutamente comprometida con la sociedad en su cultura, en su desarrollo económico y en el crecimiento que significa para todos los hombres y mujeres que habitan esas tierras formar parte de una Región que aspira a ser cada día mejor.



He dicho.

El señor NUNEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Carrera.

La señora CARRERA.- Señor Presidente, considero un honor poder rendir homenaje desde esta Tribuna a la Universidad de Concepción, alma mater de generaciones de chilenos llegados a ella desde todos los rincones del país.



Esa Universidad, que tan buenos servicios ha otorgado a la educación, el pensamiento y el arte de Chile, sólo fue posible merced al tesonero esfuerzo de un puñado de visionarios, empeñados en fundar un nuevo faro de conocimientos, una nueva palanca de progreso y un nuevo ambiente serio, estimulante y propicio para el libre desarrollo del espíritu.



Desde el siglo pasado y por décadas hubo una escuela de leyes adscrita al Liceo de Hombres de Concepción, correlato al Instituto Nacional de Santiago en ese tiempo.



Muchos fueron los esfuerzos de los Parlamentarios de la zona por fundar una universidad, sin logar apoyo de las autoridades centrales.



En 1917 esos anhelos se hicieron orgánicos al fundarse el "Comité pro Universidad y Hospital Clínico de Concepción". Don Enrique Molina, educador de gran prestigio y rector del Liceo de Hombres, lo presidió. Fueron sus vicepresidentes un médico y un político: el doctor Virginio Gómez y don Esteban Iturra, que poco después fue Diputado.



Dice al respecto doña Amanda Labarca en su "Historia de la Enseñanza en Chile":



"El 'Comité pro Universidad y Hospital Clínico de Concepción' funciona ese año y sus gestiones ante el Gobierno duran hasta 1919, cuando, sin más recursos que su energía y sus esperanzas, echan las bases de las Escuelas de Educación, Dentística, Farmacia y Química Industrial, esta última una absoluta novedad en Chile, en esa época.



"Si los auxilios pecuniarios eran minúsculos, en cambio el ambiente de la ciudad se mostró pródigo en alicientes: el Centro Dramático del Liceo de Hombres, las damas de la sociedad penquista, las colonias italiana y española, organizaron giras y veladas para recogerlos. Muchos de los profesores actuaron sin remuneración o con una muy escasa que se recibía cuándo y cómo se arbitraban los medios...".



Pero ya antes, en 1918, las actividades académicas se habían iniciado de hecho con los "cursos cortos" que se impartían en el Liceo, lo cual da cuenta de la decidida pertinacia de los fundadores.



Creo que es importante para la historia hacer notar el gran apoyo que la población de la zona dio a la iniciativa de fundar una universidad. Educadores, profesionales formados en Santiago y Europa, políticos de distintos partidos y las municipalidades de la región fueron firmes defensores de la idea de crearla. La Orden Masónica, como ya se ha dicho aquí, se distinguió por sus esfuerzos en ese sentido.



El apoyo de los ciudadanos es resumido admirablemente por don Enrique Molina, quien en la celebración de los 25 años del plantel expresó:



"La Universidad penquista no nació como órgano del Estado ni a la sombra de la Iglesia ni por obra de la munificencia de algún millonario. No debió tampoco su vida, el caso de la Universidad de París, a la organización espontánea de profesores y estudiantes unidos en el propósito común de cultivar y extender sus conocimientos. Vino a la existencia para satisfacer un anhelo sentido en esta ciudad desde los últimos decenios del ochocientos. Conmemoramos así la materialización de un largo ensueño, A un cuarto de siglo de aspiraciones que no lograban tomar formas ha seguido otro cuarto de siglo de realidades, que ya pueden llamar hermosas. Hace veinticinco años se organizó un Comité con el lema 'Pro Universidad y Hospital Clínico de Concepción'. Una y otro existen en estos momentos. A su cuna modesta debe nuestra Universidad el poder vanagloriarse "de los rasgos de independencia que resultan de no hallarse condicionada ni por lazos oficiales ni confesionales ni por las miras interesadas de algún potentado. Su libertad no tiene más límites que los naturalmente impuestos por las necesidades del servicio social a que se consagra y por las prescripciones del Estado Docente que impera en nuestro país. Significa también desde su origen un gesto de descentralización. En Chile nadie es teóricamente partidario del centralismo, pero cuantos pueden se van al centro para combatirlo desde allá. La Universidad de Concepción es un hecho en favor de estas aspiraciones descentralizadoras...".



Al cumplirse 30 años, don Enrique se refirió a otra característica relevante de la Universidad: su elevado espíritu de tolerancia. Lo cito: "Este acaba de tener una brillante y honrosa consagración. En las recientes elecciones parlamentarias han sido elegidos diputados en nuestra circunscripción tres distinguidos profesores de nuestra Escuela de Ciencias Jurídicas y Sociales pertenecientes a los tres grandes partidos históricos de Chile: uno es liberal, otro radical y otro conservador. No cabe una prueba más elocuente de la forma amplia y atenta sólo a los méritos en que los cuerpos directivos de la Universidad designan el profesorado...".



Había tolerancia porque había grandeza humana; había grandeza en los gérmenes de la Universidad y había grandeza en su realización en esos años, en que tuve la suerte de ingresar a ella.



Es posible que fuera la manifestación in situ de un impulso al despliegue de toda clase de potencialidades que se daba en todo el país, rasgos de cambio que emergían incontenibles por doquier, no sólo en Chile.



No hacía mucho tiempo que había finalizado la Segunda Guerra Mundial, y sus repercusiones a nivel internacional aún se sentían en todas partes. La universidad era un sistema abierto a esas conmociones. Junto al rigor científico, a las lucubraciones filosóficas, a las manifestaciones artísticas, a la organización de carnavales que compartía toda la ciudad, había en los estudiantes una intensa búsqueda de justicia social, de realización personal en un destino nacional común y de modelos de sociedad más equitativa, que garantizaran la paz, el desarrollo y la justicia.



Eran días en que se podía salir de una reunión con futuros físicos, donde se discutía sobre la calidad del tiempo y la posibilidad ovoidal de su curvatura, para ir a otra con obreros de la construcción, desarrollando lo que se llamaba la unidad obrero-estudiantil, mientras en lugares cercanos se discutía a Maritain o se estudiaban los pares craneanos; luego se participaba en una marcha y en la noche todos comían juntos.



El ambiente físico creado por la Universidad era propicio al intercambio de ideas. Todas las Escuelas están cercanas, rodeadas de parques y jardines, donde se juntaban alumnos y profesores de las diversas disciplinas y, si se tenía suerte, se podía saludar de tanto en tanto al mismísimo Rector.



Ayudaba mucho a la Universidad el apoyo constante de la ciudad. En este sentido, recuerdo que en una oportunidad, en que la poco feliz iniciativa de un Presidente de la República intentó restarle fondos de la Lotería, siendo todavía Rector don Enrique Molina, protestaron docentes y alumnos, se organizó una huelga y hubo una marcha gigantesca en que participaron miles de estudiantes, profesores y ciudadanos de toda condición, pararon todas las fábricas a iniciativa de obreros y empresarios y el comercio cerró en su totalidad. Los fondos fueron restituidos.



No he conocido otro caso de una ciudad que tenga tanta confianza y amor por una universidad.



En los difíciles tiempos de nuestro pasado reciente, muchos de sus académicos y profesionales formados allí debieron emigrar. Su desempeño en distintas universidades del mundo nos honra y prestigia como chilenos. Es así como el doctor Edgardo Enríquez, además de haber escrito en México libros de anatomía, que se utilizan en distintos países de América Latina, fue elegido por los estudiantes, durante 13 años consecutivos, el mejor profesor de la Facultad de Medicina de la Universidad Nacional Autónoma de México.



Junto con rendir homenaje a mi Universidad, quiero simbolizar en dos personas lo que ésta me entregó -y a través de muchas otras- como valores inolvidables: el extremo rigor científico, unido a una exquisita capacidad artística y calidez humana del profesor don Enrique Solervicens, y la grandeza del Rector don Edgardo Enríquez Frödden, en su dignidad como hombre, científico y ciudadano.



Felicito a las actuales autoridades de la Universidad en su 75° aniversario.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Thayer.

El señor THAYER.- Señor Presidente, en nombre de los Comités Independiente y Unión Centro-Centro y en el propio, me asocio al homenaje tan merecido que se rinde a una universidad que es orgullo para nuestro país.



A diferencia de otros Senadores que me precedieron en el uso de la palabra, no tengo el honor de haber estudiado en la Universidad de Concepción; sin embargo, eso me permite hablar con mucha objetividad sobre ella.



Señalé que este Centro de Estudios Superiores es un lujo para el país porque lo siento profundamente. He tenido la gracia de la Providencia de haber sido Rector de otra universidad regional: la Universidad Austral de Chile, y de compartir con el de la Universidad de Concepción, por largos años, en el Consejo de Rectores. Por lo tanto, como algo conozco el problema universitario, me complació mucho escuchar -por mi parte lo reitero- lo que se acaba de haber presente: la absoluta necesidad, si queremos tener una efectiva regionalización en el país, de establecer a lo largo de todo el territorio universidades que merezcan el nombre de tales.



La Universidad de Concepción prácticamente abrió la ruta a este respecto. Fue la primera que se estableció fuera de Santiago. Es indudable que el gran progreso y la significación nacional que posee la Región son producto de los benéficos efectos de una universidad bien constituida, que ha alcanzado brillo y dimensiones que exceden el ámbito nacional.



Siendo yo mucho más joven, tuve la oportunidad de conocer a don Enrique Molina y, posteriormente, a muchos otros rectores de esa Casa de Estudios Superiores, y estoy al tanto de la mayor parte de las obras que se han llevado a cabo. Por consiguiente, me satisface en esta ocasión, adherir a un homenaje tan justo y merecido a una Universidad que nos honra.



He dicho.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Martin.

El señor MARTIN.- Señor Presidente, los Senadores institucionales adherimos, en forma muy sincera, al sentido homenaje que se tributa a la Universidad de Concepción con motivo de conmemorarse el 75° aniversario de su fundación.



Desde su comienzo, esta Entidad de Educación Superior ha participado activa y exitosamente en el desarrollo intelectual, filosófico, humanista y artístico de la Región en que tiene su sede, llevando, asimismo, al resto del país la perfección de sus logros mediante la divulgación del conocimiento. Ha contado siempre con un cuerpo académico sobresaliente, destacando en su esclarecida misión de difundir el saber en el presente y proyectarlo hacia el futuro.



Ese camino de éxitos inicia su recorrido junto con desempeñar el cargo de primer Rector el sabio, erudito, eminente y humano señor, don Enrique Molina Garmendia, quien fue su creador, su guía y su maestro. El recuerdo de don Enrique está impreso en todas las páginas de triunfo y superación de la que fue su Universidad, cuya excelencia recalcamos hoy con profundo afecto.



Hacemos llegar nuestro cordial y sincero saludo al señor Rector y al Honorable Directorio de ese Centro de Cultura y Sabiduría, que ha constituido una avanzada en una comunidad que ha conocido en él la mística de la perfección. A esta Universidad de excepción entregamos hoy nuestro respeto y admiración.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, Honorables colegas, deseo iniciar mis palabras señalando las características del entorno de donde emergió la Universidad de Concepción que hoy saludamos con tanto afecto. Y lo hago desde un ángulo diferente, para subrayar que este Centro de Estudios penquista surgió en una ciudad que, en los albores de nuestra independencia, fue la capital militar del país. Por ese motivo se convirtió en un lugar de unión y, al mismo tiempo, de enfrentamiento en la lucha por la libertad; aspectos que, posteriormente, también se cultivaron en las aulas de esa institución universitaria.



Cabe recordar que los capitanes de Castilla, llegados a esa zona para luchar en contra de los habitantes del Arauco indómito, hicieron posible que en ese lugar de la patria se formase un grupo humano siempre presto a defender la libertad. Por eso, no debe extrañarnos que sus hijos participaran tan activamente en la gestación de nuestra independencia.



Es necesario rememorar también ciertos hechos que han vitalizado a la Universidad. Por ejemplo, la proclamación de la Independencia, el 1° de enero de 1818, en la hermosa plaza de Concepción, y la lucha contra las fuerzas realistas en la llamada "guerra a muerte". Esos contornos, esa inspiración patria, están muy arraigados en el espíritu de esta Casa Universitaria.



Deseo destacar que la luz de la libertad ha perfumado esa zona y ha penetrado el quehacer de esta Universidad. Porque luego de conseguirse la independencia nacional, preclaros ciudadanos de dicha Región entendieron que había que buscar nuevos caminos para alcanzar su desarrollo y el del país. Y fundaron la querida Universidad de Concepción, destinada a ser depositaría y guía para las generaciones futuras de la más excelsa de las libertades: la de pensamiento.



En esta breve intervención quiero manifestar que admiramos a esta Casa de Estudios Superiores porque no solamente ha entregado al país profesionales, sino, también, hombres y mujeres comprometidos, capaces de cuestionar la sociedad en que aquélla ha estado inserta; ha formado personas que, a través de la pintura, del poema, del pensamiento escrito y de sus profesiones, han demostrado su responsabilidad en el compromiso de crear una sociedad justa y libre, en la que se acorte la distancia entre los desposeídos y quienes tienen demasiado.



Hoy día, con mucha emoción, saludo a la Universidad de Concepción; a su Rector, don Augusto Parra, recientemente reelecto por su excelente labor en el período anterior, y a toda la población de esa ciudad, representada en este Hemiciclo por el pluralismo de dos brillantes señores Senadores.



Estimo que sería injusto rendir tributo a esta Casa de Estudios Superiores tomando en consideración solamente una trayectoria de 75 años que conmueve al país. Yo diría que hay cuatro siglos de historia que se muestran a través de su maravilloso campanario y de los muros que se levantaron en el pasado, en donde actualmente se desarrolla el pensamiento científico de la Universidad de Concepción.



Reciban el señor Rector, estamentos académicos, alumnado y comunidad, nuestro sincero y fraternal saludo.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Ha terminado el Homenaje a la Universidad de Concepción.



Restan 10 minutos para que termine la hora de Incidentes.

El señor HORMAZABAL.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor HORMAZABAL.- El acuerdo de Comités consistió en que el homenaje lo rendirían sólo dos señores Senadores, en atención a que había quienes tenían interés en hacer presente sus puntos de vista en Incidentes. Como se ha tomado una opción distinta -legítima, por lo demás-, solicito que se prorrogue la sesión por el tiempo necesario para completar las intervenciones previstas, ya que algunos deseamos referirnos a ciertos temas que fueron abordados por otros Honorables colegas en la sesión de ayer y me parece que diez minutos serán insuficientes.

El señor NUNEZ (Vicepresidente).- Normalmente, la hora de Incidentes dura alrededor de dos horas. En esta oportunidad se inició a las 13, con el homenaje a la Universidad de Concepción, de modo que podríamos prorrogarla hasta las 15.

El señor THAYER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Thayer.

El señor THAYER.- Los miembros de la Comisión de Educación y Cultura se reunirán a almorzar con las autoridades de la Universidad de Concepción. En consecuencia, si se acordase la prórroga, le rogamos que nos excusen porque no podremos asistir al resto de la sesión.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Muy bien, señor Senador.

El señor MC-INTYRE.- Además, hay Comisiones citadas para la tarde, señor Presidente.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Pero normalmente sesionan a partir de las 16, señor Senador.



En consecuencia, si le parece a la Sala se prorrogará la hora hasta las 15.



Acordado.



En primer término, corresponde el turno al Comité Mixto.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

REPLICA A CRITICAS FORMULADAS CONTRA 

DIRIGENTES DE OPOSICIÓN

El señor LARRAIN.- Señor Presidente, deseo formular algunas reflexiones -muy breves, dado lo avanzado de la hora- a propósito de ciertos comentarios que se expusieron en los Incidentes de la sesión de ayer, y que, por carecer de tiempo en ese momento, no pude hacer presente. En la oportunidad, se hicieron varias consideraciones relativas a planteamientos críticos que diversos dirigentes de Oposición han efectuado en el último tiempo.



Ante todo, cabe señalar qué las palabras escuchadas aquí, muchas de ellas reflejo de opiniones que pueden leerse en los periódicos -lo cual acaso revela una actuación concertada de parte de los personaros que representan al sector oficial-, ciertamente muestran una incapacidad muy profunda para comprender el momento que hoy vive la Oposición. Esta se halla tratando de configurar un bloque que actúe articuladamente, en forma unitaria, no sólo frente a los procesos electorales. Es un esfuerzo importante, que debiera ser apreciado por todos los sectores políticos. En una democracia, lo que importa es la creación de bloques sólidos, fuertes, homogéneos, que puedan ofrecer al país caminos políticos alternativos cuando las circunstancias así lo requieran.



Algunos han creído ver en esto el fin de la posibilidad de alcanzar acuerdos entre el Gobierno y la Oposición. Eso significa que no han comprendido el sentido del esfuerzo que están haciendo los sectores opositores. Los acuerdos podrán venir o no venir, dependiendo de si compartimos o no el punto de vista respecto de determinada materia, pero ello no puede ser obstáculo para que la Oposición constituya una alternativa de Gobierno, que se exprese hoy -no sólo en seis años más, con motivo de las elecciones presidenciales- en las distintas instancias de poder a que tenemos acceso, como, asimismo, en los procesos electorales futuros.



Es importante que se entienda este punto, porque el planteamiento de opciones alternativas que estamos defendiendo es bueno y conveniente para el país. Lo es, también, para el Gobierno de la Concertación, así tenga que modificar su estrategia y admitir que en lo sucesivo no se podrán negociar por separado determinadas cuestiones.



En la incomprensión del momento por el que pasa la Oposición hay además una cierta intolerancia, una incapacidad de aceptar ciertas criticas, por parte de quienes parecen sentirse propietarios de la democracia, lo cual, en mi opinión, merece ser analizado.



Llaman poderosamente la atención, por ejemplo, las palabras del señor Ministro del Interior, quien ha tratado de convertir el problema de la corrupción en un tema político, negando, en cierto sentido, el derecho de la Oposición a cumplir su labor fiscalizadora y de esclarecimiento, que,  por lo demás, resulta inevitable ante hechos de esta naturaleza, que comprometen no sólo a los eventuales involucrados, sino también a los que se preocupan de la imagen de Chile en el exterior. Es la incapacidad para resolver estos problemas lo que puede dañar nuestra imagen; no el someterlos a juicio o cuestionamiento.



El hecho de que algunas autoridades reaccionen tan agresivamente frente a las críticas provenientes del sector político opositor, nos hace dudar de su verdadera vocación democrática. En mi opinión, la democracia debe admitirse en todos los sentidos y practicarse en todo momento. Pienso que esta intolerancia bajo ningún concepto habla bien de quienes han formulado críticas tan severas contra dirigentes de la Oposición que han manifestado sus puntos de vista.



Quizás semejante actitud entrañe algo distinto; tal vez pretende ocultar la indefinición que uno puede advertir en el interior del Gobierno respecto de sus verdaderas prioridades. Si un día se dice que se va a seguir el camino del desarrollo económico-social y el enfrentamiento de la pobreza y al día siguiente, merced a la influencia de ciertos sectores de la propia Concertación, se toma la vía político-constitucional, de reformas a la Carta Fundamental, las que, por importantes que sean, no reflejan los problemas reales de la gente -para resolver los cuales, al menos yo, siento que fuimos elegidos-, es obvio que existe una indefinición. Y ésta no puede ocultarse enrostrando a la Oposición tales o cuales actitudes al manifestar sus planteamientos.



Hay una seria carencia de propuestas, no obstante tratarse de un Gobierno que, a través de las encuestas, conoció de antemano sus altas probabilidades de llegar al Poder, y que, además, representa la continuación del anterior. No obstante, pasa el tiempo y no da señales de concreción positiva, de creación en las tareas gubernamentales de que es responsable.



Peor aún: ha incurrido en muchos errores en los pocos meses que ha encabezado la conducción política del país. Sin duda, el más importante de todos, por lo peligroso que puede resultar hacia el futuro, es el que se ha cometido respecto de la situación del General Stange. La serie sucesiva de equivocaciones -incluso jurídicas- en que se ha incurrido es señal de cierta impericia o improvisación, lo cual preocupa. Todos nos podemos equivocar, pero cuando ocurre de manera tan reiterada y afecta a instituciones tan importantes, existe el derecho de hacerlo ver.



Respecto de este caso específico -no deseo entrar en él-, es posible tener opiniones distintas sobre las responsabilidades que caben al General Stange, pero nadie puede ejercer las atribuciones que corresponden a los tribunales en la materia. En mi opinión, la buena relación cívico-militar constituye un activo destacado de la gestión del Gobierno del ex Presidente Aylwin, y debiera continuar. Los hechos a que me he referido ciertamente pueden empañarla, porque no sólo dañan a una persona, sino a la Institución que encabeza, y eso no lo queremos, por el bien de ésta y del Gobierno.



En consecuencia, los problemas que se advierten en el debate político, son, en último término, reflejo de la incapacidad de comprender a la Oposición, de la intolerancia que revelan las palabras, actos y gestiones de las autoridades de Gobierno, lo cual parece querer ocultar dificultades internas. Debiera zanjarlas y resolverlas en lugar de buscar en terceros, a modo de chivos expiatorios, una explicación para sus propias incapacidades y errores.



He dicho.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Resta todavía un minuto al Comité Mixto.



Tiene la palabra el Honorable señor Errázuriz.

HOMENAJE A CIUDAD DE TALCA EN 252° ANIVERSARIO

El señor ERRAZURIZ.- Señor Presidente, deseo brindar un homenaje a la ciudad de Talca, que mañana cumple 252 años de su fundación.



Nació como asentamiento humano incluso antes de la llegada de los españoles para explotar su rica, pero hoy olvidada, minería de oro, presente fundamentalmente en el abandonado yacimiento de "El Chivato".



En 1692, don Tomás Martín de Poveda realizó los primeros intentos de fundar la ciudad y lo hizo en la placeta ubicada a cuatro kilómetros de la actual plaza de armas. Su nombre proviene del araucano "thalca", que significa "trueno".



Don José Antonio Manso de Velasco, el 17 de febrero de 1742, fundó la Villa de San Agustín de Talca en terrenos donados por los padres de la orden de San Agustín.



La ciudad llega a ser sede de la Junta de Gobierno Patrio entre el 22 de octubre de 1813 y el 1° de marzo de 1814. Su Gobernador, el coronel Carlos Spano, y el teniente Marcos Gamero la defienden contra fuerzas muy superiores del español Elorriaga, y mueren en la lucha. No obstante, O'Higgins vence al jefe realista Gavino Gaínza en Lircay y Talca, que había sido destruida por un terremoto en 1835, inicia su historia de pujanza que la llevó a ser una de las tres capitales más importantes y prósperas del país.



Los años de su pasado reciente han mostrado, sin embargo, cómo se han ido más de cien empresas que aportaban crecimiento a la zona. Sólo han quedado tres, pero las cosas han comenzado a cambiar. Al cumplir 252 años de vida, un nuevo espíritu impulsa a su pueblo.



Por ello, hoy rindo homenaje no sólo a su pasado, sino, sobre todo, al luminoso y promisorio futuro que nos espera. ¡Ese es el desafío; ése el porvenir!



He dicho.

INFORME EN DERECHO SOBRE PETICIÓN DE

INHABILIDAD DE SENADOR ERRAZURIZ

El señor ERRAZURIZ.- Señor Presidente, deseo referirme, además, a otro tema. Como es de conocimiento de la Sala, siete abogados contratados por cierto banco han solicitado del Congreso Nacional que plantee ante el Tribunal Constitucional la posibilidad de inhabilitarme como Senador, teniendo como fundamento visible de tal medida la concurrencia de causales de inhabilidad, las cuales, como he señalado públicamente, ocultan los verdaderos fines espurios perseguidos por esa institución...

)------------------(

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Excúseme, señor Senador, pero conforme a la redistribución de tiempos que hemos hecho al prorrogar la hora de Incidentes, al Comité Mixto le quedaba sólo un minuto cuando Su Señoría inició su intervención.



Al Comité Demócrata Cristiano le restan 20 minutos; a Renovación Nacional 13,5, al Partido Socialista 5, y al Comité Institucionales, otros 5 minutos.

El señor HORMAZABAL.- Nosotros deseamos hacer uso de nuestro tiempo, señor Presidente.

El señor SIEBERT.- ¿Me permite, señor Presidente? El Comité Renovación Nacional cede tres minutos al Honorable señor Errázuriz, a fin de que pueda concluir su intervención

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Muy bien, señor Senador.



En consecuencia, puede continuar el Honorable señor Errázuriz.

)-------------------(

El señor ERRÁZURIZ.- Muchas gracias.



No obstante tener plena conciencia de la improcedencia de las causales invocadas por dichos abogados, puesto que en todo momento he obrado con plena sujeción a la Constitución y la ley, me pareció adecuado, ante el escándalo publicitario desplegado por el banco en cuestión y sus abogados, solicitar un informe en Derecho sobre la materia a uno de los más preclaros constitucionalistas del país, miembro activo de las comisiones redactoras de la Carta Fundamental de 1980, el profesor universitario don Enrique Evans de la Cuadra, cuyos conocimientos, ecuanimidad y honorabilidad son una garantía para quien quiera conocer a fondo si existe o no seriedad en las causales de inhabilidad invocadas en mi contra.



Con el objeto de que la Sala se interiorice de la cuestión constitucional en juego -que hoy afecta al Senador que habla, pero que el día de mañana puede dirigirse en forma aviesa en contra de otros Parlamentarios-, me permito poner a disposición del Senado una copia de ese informe.



Luego de analizar en profundidad cada una de las causales invocadas por mis detractores, el señor Evans consigna las siguientes conclusiones:



"1.- Las normas de la Constitución que consagran incompatibilidades parlamentarias, en general, son de derecho estricto. Su interpretación debe hacerse en términos restrictivos, no admitiéndose su aplicación por analogía a casos diversos de los específicamente señalados por el constituyente.



"2.- No existe en los actos ni tampoco en la intervención del Honorable señor Errázuriz en el Senado, causal o razón alguna que justifique su inhabilitación, pues no ha incurrido en ninguna de las prohibiciones a que se refiere el artículo 57 de la Carta Fundamental.



"3.- A mayor abundamiento" -afirma el profesor don Enrique Evans-, "ningún órgano del Estado podría fundamentar su decisión de inhabilitar al Senador Errázuriz en lo expuesto por él en la Cámara Alta, pues actuó allí amparado por el privilegio de la inviolabilidad que consagra el artículo 58 de la Constitución.".



He dicho.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente):- Ha terminado el tiempo del Comité Mixto. Corresponde el turno al Comité Demócrata Cristiano.



Tiene la palabra el Honorable señor Hormazábal.

ALCANCES A OBSERVACIONES DE SENADOR OTERO

SOBRE CASO DE GENERAL STANGE
El señor HORMAZABAL.- Señor Presidente, en la sesión de ayer martes, el Honorable colega señor Otero hizo un acalorada intervención respecto de lo que considera como actitudes contrarías a la Constitución y a la ley por parte del Primer Mandatario. Acusó al Ministro señor Juica de abierta infracción a la ley y denunció lo que él estima una maniobra destinada a eliminar el alto mando de Carabineros que rigió durante el Régimen del Presidente Aylwin.



En verdad, una de las cosas que me preocupan y lamento es que en las diez páginas de la intervención a que me refiero no haya una sola mención al hecho de fondo. ¡Ninguna! En diez páginas, un distinguido Senador de la República pasa por alto la circunstancia de que esos sucesos se originaron en un acto de barbarie de tal entidad que compromete valores que han sido tradicionales en los credos religiosos y en los partidos políticos desde los orígenes de Chile o desde lo que denominamos la cultura y civilización cristianas. Ni un solo instante, por lo menos, para decir: "Lamentamos el asesinato brutal de tres personas". Toda la argumentación va en la misma línea: se infringe la Constitución, se atenta contra la ley, y se busca vulnerar el alto mando de Carabineros.



Señor Presidente, ¿ayuda eso a explicitar adecuadamente lo que se quiere debatir, o introduce factores impropios en el tratamiento de un tema tan relevante?



Nosotros deseamos analizarlo. La UDI acaba de intervenir diciendo que le parece que hay impericia en el Gobierno, entré otras cosas, por la forma como se trató el problema del General Stange. ¡No hace ninguna mención a la crueldad del asesinato! Se puede fundar un pacto político -es bueno que la Oposición procure articular un proyecto democrático para Chile-; sin embargo, sería conveniente que intentaran exponer, además, un propuesta valórica, por lo menos, para referirse a asuntos que han sido tan terribles en la historia de nuestro país.



¿Qué acontece? El Presidente de la República, a quien por mandato del artículo 24 de la Constitución Política corresponde el gobierno y la administración del país con el título de Jefe del Estado, tiene tareas fundamentales que cumplir en cuanto a preservar el orden público. Y el Estado implica, no sólo una administración de negocios, sino también, fundamentalmente, el fomento de la cultura y valores que hacen grande a un país.



El número 18° del artículo 32 de la Carta Fundamental otorga al Primer Mandatario la facultad de designar y remover a los oficiales superiores de las Fuerzas Armadas, en conformidad a los artículos 93 y 94 de la misma. El artículo 93, específicamente, hace mención de que, en casos calificados, con acuerdo del Consejo de Seguridad Nacional, podrá ejercer tal atribución. Y el artículo 94 estatuye que tales resoluciones se efectuarán por decreto supremo, de acuerdo con la ley orgánica constitucional correspondiente.



El Presidente de la República no ha faltado a ninguna norma constitucional ni legal. Y si el Senador señor Otero, su Partido y su Pacto estiman que así lo ha hecho, tienen el deber de actuar conforme a lo que anuncia en parte de su intervención, en el sentido de que es necesario analizar él tema y que la Cámara de Diputados pueda iniciar algún juicio político. Si quieren iniciarlo, que lo hagan; están en su derecho. Y ahí discutiremos los problemas de fondo y los aspectos legales.



Esta tensión no existiría si el Primer Mandatario dispusiera de la facultad que tuvieron todos los Presidentes chilenos -¡todos!- para efectuar los nombramientos y remoción de los oficiales de las Fuerzas Armadas. Y nunca en la historia de Chile ningún Presidente democrático abusó de esa atribución. La única vez que en las Fuerzas Armadas se descabezó completamente a su alto mando fue bajo el Régimen del General Pinochet, hecho que el mencionado Pacto -que piensa para el futuro democrático (y me alegro de ello)- apoyó con entusiasmo. Así ocurrió, en esa ocasión, con la Fuerza Aérea, incluso en un momento en que el país atravesaba por circunstancias internacionales bastante delicadas.



Sin embargo, me remitiré al tema del General Stange. En verdad, ni el Presidente de la República ni los Parlamentarios de la Concertación lo hemos acusado de haber participado en calidad de cómplice, autor o encubridor de un hecho tan brutal como el que estamos conociendo.



¿Qué nos ha producido una gran preocupación? Que con motivo de un fallo del extinto Ministro Cánovas en 1985, que estableció la existencia de hechos y supuestos que permitían concluir que había personal de Carabineros involucrado en ese asesinato y, en esa ocasión, cuando esos funcionarios policiales se declaraban inocentes y los generales de Carabineros decían que era obra de comunistas, el General Mendoza renuncia a su cargo, abandona la Junta de Gobierno y lo reemplaza el General Stange, quien -como consta en publicaciones de la época- señala que renunció y puso su cargo a disposición del Gobierno. El General Stange dijo: "Presenté mi expediente de retiro, porque había personal subalterno involucrado".



En 1985, el General Pinochet acepta la renuncia del General Mendoza cuando los carabineros se declaraban inocentes de acto tan criminal. A su vez, el General Stange, que ocupaba el cargo de Subdirector de la Institución, presenta su expediente de retiro, porque había personal involucrado que se declaraba inocente. Y, ahora, en 1994, cuando el personal confiesa que asesinó a esos tres profesionales -a quienes en la noche, maniatados, se les ultimó con un cuchillo- y relata la forma brutal en que lo hicieron, no se tiene igual conducta. ¿Por qué? ¿Por qué no hacer lo mismo en 1994, como gesto válido respecto de la actitud que se adoptó en 1985?



En esa oportunidad, también un abogado de Derecha declaró que era apropiado que el General Mendoza asumiera la consiguiente responsabilidad política, y además dijo que "subsiste como inexplicable la reacción de algunos altos mandos de esa institución que persisten en negar toda responsabilidad de su personal en los hechos, ya que a estas alturas debe interpretarse, a lo menos, como un inexcusable desconocimiento de las actividades de sus subalternos". Ese abogado de Derecha se llama Andrés Allamand, el mismo señor Diputado que hoy preside Renovación Nacional, quien, en 1985, estimó apropiado que el General Mendoza asumiera su responsabilidad política y llamó al alto mando de Carabineros a no continuar, a lo menos, en un inexcusable desconocimiento de las actividades que realizaban sus subordinados.



Pero, hay más. Ocurre que en el acucioso proceso de investigación llevado adelante por el Ministro señor Juica se consigna en distintos considerandos -que no fueron analizados, ni siquiera mencionados, en las largas intervenciones que son objeto de mi respuesta-, por ejemplo, en el número Ciento Setenta y Tres, las declaraciones de oficiales de Carabineros que dicen que es el Partido Comunista; en el Ciento Setenta y Cuatro, los antecedentes que aclaran que, a pesar de que el General Pinochet en esa ocasión ordenó investigar, ello no se llevó a cabo; en el Ciento Setenta y Cinco, la confesión de Ricardo Matamala Guerra, ex funcionario de Carabineros que trabajó en el OS-7 y colaboró con el oficial investigador -da el nombre de éste-, en que expresa: "rompiéndose una tradición en cuanto a dicho organismo, el teniente no hizo investigación alguna y devolvió la orden, expresando que no tenía por qué ayudar a los comunistas,"; en el Ciento Setenta y Ocho, se reproducen las expresiones del General Stange tomadas de una cinta grabada, quien, en un gesto que lo enaltece, en lugar de negarlo, afirma que su voz es la que sé indica como la número 1. ¿Qué manifiesta esa voz? Les dice a las personas involucradas: "que entiendan su posición, los estamos defendiendo, no los vamos a dejar solos, se me complican las cosas, vamos a pagar precios carísimos". Más adelante -según el fallo-, esa misma persona señala: “Vamos a tener que nuevamente poner la cara, y decir bueno, vamos a hacer un sumario, lógico, totalmente comprensible, pero en el momento nadie va a querer creer, por eso es que tenemos que tomar un abogado excelente". Luego, expresa: "Por eso es que, yo les digo. No podemos decir..., no podemos, si este es un juego, es lo más sucio de la guerra sucia. Tenemos que defenderlos indirectamente. No pueden figurar Uds. que son de Carabineros. Porque se quiere que el ministro tenga libertad de acción y reduzca donde quiera, por debajo, vamos a tener apoyo, donde sea, pero también Uds. apóyennos". En seguida, el General Stange sostiene: "Porque si me dicen Ud. tiene abogado noo ¿cuándo? a mí no me interesa, son gente que se fue de baja, tengo que decirlo, si me lo preguntan porque también tengo que mentir para, para esta guerra sucia.".



No se señala en el fallo que él es culpable de haber inducido, provocado o participado en tal cruel asesinato. No. Se indica en otros considerandos que Carabineros, pese a la instrucción del General Pinochet, no colaboró con la investigación.



Sin embargo, aquí el tema básico es que el oficial superior más importante de la Institución -tan relevante para la sociedad chilena- reconoce que ¡ha mentido! ¡Le dice a la opinión pública que mintió! Si esos carabineros eran inocentes, el artículo 84 del Estatuto Administrativo lo obliga a defender a los funcionarios públicos que son injustamente atacados. Y, en lugar de defenderlos dando la cara, los da de baja, para que la gente no crea... ¿Es posible entender que puede seguir en el cargo de General Director de Carabineros quien reconoce ante el país que miente? '



Para nosotros la mentira es un acto deleznable. Pero, ¿sólo para nosotros, los democratacristianos? ¡No, señor Presidente! Quiero señalar el proceder de Carabineros y del Gobierno de ese entonces, en 1985, y destacar que la conducta asumida por el señor Allamand en ese mismo año es distinta a la adoptada en 1994, cuando la brutalidad del crimen queda en evidencia con la confesión que prestaron los involucrados. Pero, ¿es sólo un concepto nuestro el de que la mentira no debe ser aceptada? Sé que es doloroso. Sin embargo, como aquí algunos asumen conductas de Catón, tengo el deber de recordar situaciones dolorosas. ¡No! No somos sólo nosotros, los democratacristianos, quienes consideramos inadecuado que se mienta.



El fallo del tribunal supremo de Renovación Nacional expresa textualmente: "consideró que la actuación del senador Miguel Otero es reprobable y violatoria de los principios que sirven de fundamento al partido ya que él, en su carácter de presidente en ejercicio, era la persona encargada de haber adoptado las decisiones tendientes a resguardar al partido y evitar al menos, aminorar los inmensos daños a que éste se le produjeron.". Más adelante, dice: "Además, aunque hubiese existido obligación de reserva e incluso de secreto profesional, ello no justifica hacer declaraciones a la prensa faltando a la verdad y engañando a la opinión pública. La obligación de reserva o de secreto lo obliga a callar, pero en caso alguno puede justificar las faltas a la verdad y el engaño a la opinión pública en que incurrió.".



Mentir es tan criticado en Renovación Nacional como en la Democracia Cristiana. Mentir en la autoridad, es deformar el sentido profundo que tiene la política y el respeto de los cuerpos superiores.



Por eso, consideramos que la decisión adoptada por el Presidente de la República fue constitucional y legal, porque no destituyó al General Stange. No posee esa facultad. Pero, actuando con el mismo valor y coraje de los políticos de inspiración cristiana y de otros humanismos -que hacen del Poder la percepción profunda de que en él está más radicada la "auctoritas" (la fuerza moral), que la "potestas" (solamente el poder de lograrlo)-, ha preferido aparecer en algún momento como para quien el valor de la justicia desprovisto de la fuerza parece impotente, antes que sólo tener que responder a algunos que, sin defender la justicia, tenían la fuerza y, por tanto, defendían la tiranía.



Queremos que Carabineros de Chile sea la institución respetable que la sociedad .chilena necesita. Y creemos que el interés del Primer Mandatario ha estado- centrado precisamente en velar por tal imagen, en favorecer a ese pueblo uniformado de Carabineros que sirve lealmente a lo largo y ancho de la patria. No deseábamos que su. General Director se viera expuesto a todas las situaciones que implican el estar yendo a los tribunales a declarar ante una circunstancia tan difícil como ésta.



Es cierto. El señor General Stange tiene el derecho que le da la Constitución de no aceptar la petición del Presidente de la República. Es verdad. Y el Jefe del Estado va a actuar siempre dentro del marco de la ley y de la Constitución. Los Senadores democratacristianos estamos felices de que haya un Primer Mandatario que, velando por el orden público nacional y por valores que nos comprometen a todos, haya tenido la capacidad -aun no contando con el instrumento legal, porque se lo quitaron antes de que asumiera- de adoptar actitudes que el país entiende, valora y respalda.



He dicho.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Restan 3 minutos al Comité Demócrata Cristiano.



Tiene la palabra el Honorable señor Hamilton.

CENTENARIO DE COMUNA DE SAN ANTONIO

El señor HAMILTON.- Señor Presidente, quiero aprovechar esta ocasión para referirme a los 100 años que recientemente cumplió la hermosa comuna de San Antonio. Creo, además, que cada vez que se cumple una etapa en la vida es válido detenerse a reflexionar sobre el camino recorrido y el futuro que nos espera.



Hace más de 100 años, frente al vertiginoso crecimiento que experimentaba el puerto de Valparaíso, San Antonio no pasaba de ser más que una simple caleta de pescadores, la cual mostraba un comercio precario y de subsistencia.



Con el correr de los años, esta ciudad comienza a nutrir de productos derivados de la pesca artesanal a la ciudad de Santiago y sus alrededores. Además, el progreso natural de la zona central del país se traduce en un aumento considerable de su población, con el consiguiente establecimiento de la actividad comercial y de servicios. Esto último alienta a sus habitantes y al Gobierno de la época a propiciar la creación de la comuna que ahora celebra su centenario.



Así, el 6 de mayo de 1894 la Ilustre Municipalidad de San Antonio realiza su primera sesión como comuna autónoma, creada de acuerdo a la ley promulgada el 22 de diciembre de 1891, siendo su primer alcalde don José Segundo Plaza Poblete.



La comuna de San Antonio tiene una superficie de 502,5 kilómetros cuadrados, actualmente su población bordea los 80 mil habitantes y sus límites son la comuna de Cartagena por el norte, la de Santo Domingo por el sur, la provincia de Melipilla por el este y el Océano Pacífico por el oeste. La ciudad es capital de la provincia de San Antonio e integra la Quinta Región de nuestro país.



Su principal actividad es el puerto, cuyas obras de construcción comenzaron el 5 de mayo de 1912 con la colocación de la primera piedra por el Presidente Ramón Barros Luco, a quien también le correspondería la inauguración de las obras el 22 de octubre de 1915, fecha en que en un improvisado discurso manifestó: "Si vivo, deseo que San Antonio llegue a ocupar el puesto que en justicia merece en el concierto del progreso nacional".



Años más tarde, durante el Gobierno de don Arturo Alessandri Palma, culminaron las obras de infraestructura del puerto, movilizándose, en 1922, 350 mil toneladas de carga.



Ahora bien, desde sus albores, el puerto de San Antonio ha mantenido una no tan silenciosa lucha por el protagonismo con el puerto vecino de Valparaíso, disputa que en alguna medida ha desfigurado la tarea que, en forma coordinada y complementaría, sirva al propósito de recuperación de la Región y al desarrollo de la actividad marítimo-portuaria que el crecimiento y diversificación del comercio exterior exige. Felizmente, esa situación ha venido revirtiéndose gracias a la actividad de la población y de sus autoridades para lograr que los puertos de la Región   -San Antonio, Valparaíso y Quintero- sean la puerta de comunicación del cono sur del Continente con los países y pueblos de la Cuenca del Pacífico.



Particular importancia en la vida de San Antonio han tenido las inversiones realizadas durante el Gobierno del Presidente don Patricio Aylwin Azócar -que seguirán fomentándose en el del Presidente don Eduardo Frei Ruiz-Tagle-, las que han permitido superar la postergación en que se vio sumida durante muchos años y que se acrecentó fuertemente a partir del abandono en que quedó después de los desastrosos efectos del terremoto que afectó al puerto y a la comuna en 1985.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Perdón, señor Senador, ha terminado el tiempo del Comité Demócrata Cristiano.

El señor GAZMURI.- El Comité Socialista le cede parte de su tiempo, señor Presidente.

El señor HAMILTON.- Gracias, Honorable colega. Muy amable.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que el Honorable señor Díaz me reemplace en la testera. En mi calidad de Presidente subrogante del Senado, debo cumplir un compromiso con las autoridades de la Universidad de Concepción.



Acordado.



--Pasa a presidir la Mesa, en calidad de Presidente accidental, el Honorable señor Díaz.
El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Puede continuar con el uso de la palabra el Honorable señor Hamilton.

El señor HAMILTON.- Señor Presidente, durante el Gobierno del Presidente Aylwin se invirtieron cerca de 11 mil millones de pesos en la reconstrucción del puerto (sitios uno, sur dos y tres), en el dragado de la poza y en la estructura pesquera, tanto artesanal como industrial, con la habilitación del sector El Molito y el nuevo muelle pesquero artesanal en la caleta Pacheco Altamirano.



Tan importantes como las obras portuarias han sido las relativas a la vialidad vinculante al puerto. En especial, la ampliación hasta Leyda de la doble vía Santiago-San Antonio, la pavimentación del camino hacia Casablanca por Malvilla-Lo Orrego -que acerca los puertos de Valparaíso y San Antonio a no más de 60 minutos- y el camino de La Playa, que une la ruta 68 con el interior de la provincia de Valparaíso, a la altura de Lo Vásquez.



En el sector vivienda y mejoramiento urbano, la inversión emprendida en el pasado Gobierno se expresa en la pavimentación de importantes arterias de la comuna, en la construcción de alrededor de 2 mil viviendas, en equipamientos vecinales, etcétera. Además, se han realizado destacados avances tanto en salud como en educación.



Por su parte, el crecimiento del sector privado ha sido notable. Prueba de ello la constituye el proyecto de instalación de once nuevas empresas pesqueras de alta tecnología.



No quisiera que la gran inversión antes mencionada sirviera de base para mezquinas comparaciones con el resto de la Región u otras Regiones del país, pues ella obedece al principio de equidad en el crecimiento armónico nacional, tendiente a recuperar la prolongada postergación en la cual estuvo sumida San Antonio en el pasado inmediato y que, lógicamente, debía pasar por un profundo impulso en la cantidad de recursos tendiente a nivelar la situación de esta provincia con el resto del país.



Reflexionando acerca del futuro de San Antonio como ciudad, como puerto y como provincia, debemos establecer una definición clara del papel que debe desempeñar San Antonio como puerto multipropósito y pesquero, en lo industrial y artesanal, al servicio del desarrollo de la Región, del país y de la gente.



La antigua caleta se ha venido convirtiendo, así, en uno de los principales puertos del país, integrado al complejo portuario de la Quinta Región.



Por eso, no he querido dejar pasar tan significativa ocasión para expresar mi admiración y solidaridad por quienes, en diversas formas, han contribuido a superar la desgracia y cimentar un futuro de esperanza para los esforzados habitantes de San Antonio.



El sábado pasado, con la presencia del Presidente Frei, de todos los Parlamentarios de la zona, de las autoridades provinciales y comunales, la comunidad sanantonina celebró con regocijo y esperanza su centenario.



Me siento particularmente vinculado a San Antonio desde la época del Presidente Frei Montalva, con motivo de la atención de los efectos del terremoto de 1965 y la realización de un importantísimo programa de construcción de viviendas, hasta ahora, en que por segunda vez he recibido el respaldo mayoritario de su ciudadanía para representarla en esta Corporación, razón por la cual me sumo a la alegría y esperanzas en un futuro más próspero y feliz para todos quienes componen esa comunidad.



He dicho.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Corresponde el tiempo al Comité Renovación Nacional.

El señor OTERO.- Pido la palabra.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Puede hacer uso de ella Su Señoría.

RECHAZO A PROCEDER DE SENADOR SEÑOR HORMAZABAL

El señor OTERO.- Señor Presidente, habría deseado no hacer uso de la palabra. Es más: hubiera querido que lo ocurrido en esta hora de Incidentes no hubiera sucedido jamás. ¿Por qué razón? Por algo muy simple.



Uno cree en la buena fe, en la honorabilidad y en los principios éticos y morales de los debates políticos. Y nunca, jamás, en ninguna actuación mía, he recurrido a la descalificación personal de quienes opinan distinto que el Senador que habla. Más aún: en la campaña parlamentaria de 1989, cuando se nombraba a alguien de la Concertación y la gente lo pifiaba, me opuse a ello, reté a quienes lo hacían y les señalé que esas actitudes son las que destruyen la democracia.



Que, para contrarrestar una declaración hecha ayer por quien habla, fundamentada en artículos constitucionales y legales que no han sido controvertidos en nada, se llegue a usar en la Sala del Senado un fallo de Renovación Nacional, que incluso ni siquiera se conoce en su totalidad, es un hecho que realmente no merece de parte mía ni siquiera un calificativo.



Los Senadores nos juzgamos a nosotros mismos. Lamento de manera muy profunda la desilusión y el desencanto que me produce la actuación del señor Senador que se refirió nominativamente a mi persona. Sin embargo, le voy a contestar derechamente.



En lo que respecta a mi persona, fui sancionado por mi Partido   -tengo un fallo aclaratorio que así lo demuestra- por no haberme expresado mal de doña Evelyn Matthei. Cuando se emitió ese fallo, por razones de lealtad con mi Partido no recurrí a la justicia ordinaria. Acudí al propio tribunal y dije: "Explicítese en qué he faltado yo a la verdad". Y tengo el fallo del tribunal -no es de ahora-, porque pensaba que, alguna vez, alguien, con instintos que tampoco deseo calificar, podría llegar a hacer uso, como ha sucedido en esta Sala, de una afirmación equívoca.



¿En qué se basó el tribunal para sostener que yo había mentido? En declaraciones hechas el 10 de septiembre en los pasillos del Senado        -aquí hay periodistas a quienes estoy mirando porque a ellos se las hice-, dije que doña Evelyn Matthei era una excelente candidata y persona. Que es una excelente candidata, lo ha demostrado la historia, porque fue reelegida y, todavía, le ganó a un candidato muy importante de la Concertación. Que cometió errores, es evidente. Pero quien habla no era el llamado a juzgarla ni a denigrarla. Y cuando se me pregunta por una persona de mi Partido que es precandidata a la Presidencia de la República, estando obligado por el secreto profesional en cuanto a lo que ella me contara, si yo hubiera despotricado públicamente en contra de doña Evelyn Matthei, no tendría moral ni ética para estar en el Senado. Es mi convicción que estaba bajo secreto profesional, y me enorgullezco de haber respetado mi juramento como abogado, pese a las consecuencias que me reportó el haberlo hecho. Hoy procedería de idéntica manera.



Voy a traer -no estaba preparado para esta situación- la resolución del tribunal de Renovación Nacional. Creo que fue mi padre (quien no está aquí ahora, porque falleció mucho antes) el que, desde lo alto, me inspiró para pedir tal aclaración. Me había dicho: "Hijo, en política siempre debe estar preparado para lo más artero, lo más duro, lo más desleal".



Señor Presidente, tengo en mi poder esa aclaración al fallo. Y si se me condena por mentiroso al haber declarado que una ex Diputada de mi Partido es una excelente persona y una candidata que reúne una serie de condiciones, que la propia ciudadanía ha reconocido en las últimas elecciones, entonces, bienvenida la condena. No soy de aquellos que, para quedar bien, destruyen la honra ajena.



Esa ha sido mi falta a la verdad. Y así lo voy a probar ante el Senado.



Señor Presidente, aquí estamos hablando de otra cosa muy distinta: del caso Stange.



El señor Senador a que me refiero ha hecho tabla rasa del artículo 73 de la Constitución Política de la República y ha incurrido en lo mismo que reparé ayer. Pero, en lugar de esgrimir argumentos jurídicos para destruir mis afirmaciones, prefirió recurrir a dar lectura a un fallo en mi contra, en el cual no estaba claramente explicitada la causal del reproche político que se me hacía, pero que sí lo fue con posterioridad.



Hay un proceso penal que está investigando la conducta del General Stange. La norma constitucional citada precedentemente establece que nadie en Chile -ni las autoridades, ni el Presidente de la República ni sus Ministros, ni el Parlamento- puede intervenir en un proceso judicial. Sin embargo, hoy día, en las declaraciones hechas y en los argumentos dados en esta Sala, de una u otra manera se está aprovechando la alta investidura del Senado para reflejar hacia la opinión pública una actitud de condena que sólo corresponde al Poder Judicial.



Señor Presidente, cada cual juzga la letra de la ley, la ética y la moral como la estime conveniente. Jamás -los periodistas son testigos de ello- he emitido un pronunciamiento condenatorio de ninguna especie cuando hay procesos en marcha, por creer que éstos -por lo menos para los que somos abogados de corazón- se instruyen en los tribunales; no en papel de diario, ni tampoco en este Hemiciclo cuando ello no nos compete. El Senador que habla se refirió a situaciones políticas; y volveré a esa época, porque es bueno que la Cámara Alta considere la situación.



El General Stange estaba absolutamente convencido de que nadie de Carabineros estaba involucrado. Es más: lo que no se leyó en esta Sala fue la parte de su declaración pública, emitida cuando asumió, en agosto de ese año, al señalar categóricamente que si había personal de la Institución envuelto en los hechos, ésta esperaba que se le aplicara el máximo de la pena, no sólo por el delito cometido, sino por la traición a los altos principios de Carabineros.



Aquí se citó una declaración -recuerdo que las mismas bancadas de la Concertación condenaron la forma como se utilizó otra en el caso del Senador señor Piñera- obtenida de una grabación adulterada, trunca en muchas partes, registrada subrepticiamente por una persona condenada por la justicia, y se usa sin considerar el contexto de lo dicho y las circunstancias en que lo expresó el señor General Director. No me corresponde defenderlo ni emitir juicios, pues es una materia entregada a la justicia. Y será ella la que deberá determinar si es responsable o no.



Hoy se ha reforzado lo que critiqué ayer: se está faltando a un claro principio constitucional, el debido proceso. En la Escuela de Derecho me enseñaron que nadie puede ser condenado sin ser oído, sin que se le permita rendir las pruebas de su inocencia y sin que haya existido un debido proceso en todo el sentido de la palabra, el que culmina con la sentencia.



En el infortunado caso del General Stange -y lo repito ahora- se cometió un gravísimo error judicial, porque nunca antes ha habido un fallo -y emplazo a quien diga lo contrario, a que lo demuestre- en que existan considerandos dedicados a personas que no hayan sido encargadas reo, acusadas o condenadas, y hechos que no han sido materia del proceso. Más aún: el señor Senador que pretendió rebatirme reconoció expresamente que no han acusado al señor General como autor, cómplice o encubridor del crimen, por lo que la sentencia no podía referirse a él. Y así lo establece de modo expreso el artículo 500 del Código de Procedimiento Penal, al que, lamentablemente, no se dio lectura en esta Sala.



Todavía más: el Alto Jefe policial, motu proprio y para la debida transparencia del proceso, pidió un Ministro en Visita, y mientras éste era designado -ya que el proceso lo llevaría un fiscal militar- solicitó su feriado legal. ¿Y qué dice el Gobierno? Que el permiso es de carácter indefinido. Me gustaría que el Honorable colega me señalara en qué disposición legal se contemplan los permisos indefinidos. Y, más aún, cuando se aclara que no los hay, se decreta un permiso administrativo por dos meses, sin goce de sueldo. ¡Yo emplazo al señor Senador a que demuestre dónde está la petición de ese permiso por parte del General Stange!

El señor HORMAZABAL.- ¡Pido a Su Señoría que me emplace respecto de cosas que le pueda responder, ...

El señor OTERO.- ¡Señor Presidente, no voy a dar ninguna interrupción!

El señor HORMAZABAL.- ...y como le queda poco tiempo, a lo mejor podrá hacer alguna referencia al crimen!

El señor OTERO.- ¡Señor Presidente, exijo que el Honorable colega respete el Reglamento del Senado!

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Ruego al Senador señor Hormazábal que guarde silencio, pues no se le ha concedido interrupción alguna.

El señor HORMAZABAL.- De inmediato, señor Presidente. Sólo deseaba que el Honorable señor Otero hiciera una referencia al crimen; a lo mejor, le resta poco tiempo.

El señor OTERO.- Me alegro de que el Honorable colega solicite esa referencia, porque no le he escuchado declaraciones como las mías, ni le he oído decir que el fallo no aplicó las sanciones que debiera haber merecido: la pena máxima. ¡No se lo he escuchado al señor Senador! Tampoco le oí decir públicamente, cuando estaba desarrollándose el proceso -y ahí está mi declaración, cuando asumimos la defensa de gente absolutamente inocente-, de que si había algún culpable...

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Ruego a Su Señoría dirigirse a la Mesa. Le resta un minuto.

El señor OTERO.- ...debía aplicársele el máximo de la pena.



Ayer me referí, no al crimen -he aludido a él en múltiples oportunidades, cuando me lo han preguntado, y he dicho que lo encuentro horroroso, incalificable y que debió haberse aplicado la pena máxima-, sino a otra materia: a una conducta del Ejecutivo. En este sentido hice presente que no había que provocar un temporal en un vaso de agua, ni crear un conflicto político donde no debía haberlo, toda vez que estaba actuando la justicia y debía esperarse su veredicto.



Por eso, señor Presidente, he debido hacer uso de la palabra. Y termino declarando que lamento profundamente la situación producida, porque tenía otro concepto de ese señor Senador.



He dicho.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Corresponde el turno al Comité Institucionales.



Tiene la palabra el Honorable señor Sinclair.

El señor PÉREZ.- ¿Me concede algunos segundos de su tiempo, señor Senador?

El señor SINCLAIR.- Con mucho gusto, con la venia de la Mesa.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra Su Señoría.

PRECISIÓN A INTERVENCIÓN RELATIVA A 

CASO DE GENERAL STANGE

El señor PÉREZ.- Señor Presidente, hemos oído a un representante del Comité Demócrata Cristiano señalar en esta hora de Incidentes la importancia de decir siempre la verdad. Pero omitirla también constituye una falta a la verdad.



Cuando se da lectura a lo consignado en los considerandos del fallo del Ministro señor Juica respecto del General Stange, se debe entender lo que éste aclaró posteriormente: que creía que sus interlocutores, que truncaron la grabación, eran inocentes. ¡Distinto es defender y proteger a un inocente, que defender y proteger a un delincuente!



Por lo tanto, para poner las cosas en su marco y por corresponder a la exactitud de los hechos, debo aclarar que el Alto Jefe policial hizo tales declaraciones y tuvo esa actuación.



También es necesario considerar algo que el señor Senador que intervino con anterioridad al Honorable colega señor Otero sabía, porque se publicó en los diarios y fue una noticia importante: que el General Stange creía que estaba hablando con personas inocentes y protegiéndolas del delito a que se ha hecho mención.



He dicho.

El señor HORMAZABAL.- Eso consta en mi intervención, señor Senador.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Recupera el uso de la palabra el Senador señor Sinclair.

ANÁLISIS DE EXPRESIONES DE DON PATRICIO AYLWIN

EN UNIVERSIDAD DE LA SORBONA

El señor SINCLAIR.- Señor Presidente, en su discurso pronunciado en la Universidad de La Sorbona el Presidente Aylwin incurrió en muchas omisiones al analizar los últimos veinte años de la historia política de Chile, que hacen que aquél no haya sido completo. La gravedad de las mismas y la inexactitud de muchas de sus afirmaciones me permiten calificar su intervención, al menos, de injusta.



Los agradecimientos que el ex Primer Mandatario da, al comienzo de su alocución, al expresar que recibe la distinción que le entrega esa alta casa de estudios como un testimonio de "aprecio hacia el pueblo chileno y a su lucha por la libertad y la justicia", ya nos muestran la visión gravemente parcial y sesgada que dará, en el contexto de su exposición, el ex Presidente de la República. Hago hincapié en esta calidad que inviste don Patricio Aylwin, porque un ciudadano que ha recibido el alto honor de ser distinguido y elegido como Jefe de Estado, cuando pretende efectuar un análisis político de alto nivel, debe dejar de lado posiciones que son más propias de un dirigente partidista.



Entendemos que, por la brevedad de su exposición, no pudo abordar in extenso los temas enunciados en la misma. Pero, por la alta significación de la ceremonia en que participaba y lo conciso de su discurso, no tenía por qué carecer de rigor histórico ni de alto nivel conceptual.



Lo anterior es particularmente notorio al referirse al período del Gobierno de la Unidad Popular y al pronunciamiento que dio origen al Régimen Militar, el que en definitiva reconstruiría la democracia chilena, restaurando nuestros valores fundamentales y afianzando las garantías individuales.



Para el ex Primer Mandatario, el Gobierno Militar, que impidió que el país cayera bajo una tiranía, recibe el calificativo de "la peor tragedia de la historia de Chile". Y agrega a renglón seguido, sin temor a que la propia historia lo desmienta, que "no es cierto que el golpe militar haya salvado a Chile de la inminencia de un régimen comunista". Sin embargo, el propio señor Aylwin había dicho que "las Fuerzas Armadas salvaron a Chile de un golpe de Praga".



Del mismo modo, el ex Presidente Frei, en una histórica carta, expresó lo siguiente al entonces Presidente de la Unión Mundial de la Democracia Cristiana y varias veces Primer Ministro italiano, don Mariano Rumor, al referirse a la situación producida por la intervención militar: "¿Qué ocurrió en Chile?



"Este país ha vivido más de 160 años de democracia prácticamente ininterrumpida. Es de preguntarse entonces cuál es la causa y quiénes son los responsables de su quiebre.



"A nuestro juicio" (prosigue el ex Primer Mandatario) "la responsabilidad íntegra de esta situación -y lo decimos sin eufemismo alguno- corresponde al régimen de la Unidad Popular instaurado en el país.". Fin de la cita.



Honorables señores Senadores, cuando un ex Presidente de la República pretende realizar un análisis del Gobierno de la llamada Unidad Popular, por breve que sea, no puede omitir, al menos, los siguientes hechos:



La declaración conjunta de los entonces Presidentes del Senado, don Eduardo Frei, y de la Cámara de Diputados, don Luis Pareto, de fecha 8 de julio de 1973, en su contenido medular consigna, entre otras, las siguientes afirmaciones al referirse a la realidad que vivía el país en esa época:



"Es un hecho que Chile atraviesa por una de las más graves crisis en el orden político, económico, social y moral que ha conocido en su historia.



"Se ha querido imponer por una minoría un esquema ideológico y programático que la mayoría del país rechaza.".



"A esto se agrega un proceso organizado de odio y violencia que divide al país.".



"Se recurre a las falsedades más desvergonzadas para tratar de incitar en su contra a los grupos extremos, con propósitos evidentes.



"Particularmente se .vilipendia con un lenguaje procaz a los otros poderes públicos como la Magistratura, la Contraloría y el Congreso Nacional.



"Las instituciones y las leyes no son respetadas y éstas se burlan en forma ya desembozada.".



"Es asimismo indispensable ponga término a las ocupaciones ilegales y a los grupos armados que constituyen una amenaza para el resto de la población y un poder paralelo a las Fuerzas Armadas y Carabineros que tienen el deber irrenunciable de garantizar la seguridad interna.".



"El Gobierno tiene antecedentes suficientes para saber dónde están las armas y dónde se han repartido. Resulta impostergable que esos armamentos sean requisados y controlados por las Fuerzas Armadas y sancionados quienes desafían la ley.".



Hasta aquí las citas de la referida declaración.



El señor Aylwin tampoco puede ignorar, por su trascendencia, el Acuerdo de la Cámara de Diputados, de fecha 22 de agosto de 1973, que en su Considerando 5° decía:



"Que es un hecho que el actual Gobierno de la República, desde sus inicios, se ha ido empeñando en conquistar el poder total, con el evidente propósito de someter a todas las personas al más estricto control económico y político por parte del Estado y lograr de ese modo la instauración de un sistema totalitario absolutamente opuesto al sistema democrático representativo que la Constitución establece.".



Además, en el Considerando 14° expresaba lo siguiente: "Que las Fuerzas Armadas y el Cuerpo de Carabineros son y deben ser, por su propia naturaleza, garantía para todos los chilenos y no sólo para un sector de la Nación o para una combinación política. Por consiguiente, su presencia en el Gobierno no puede prestarse para que cubran con su aval determinada política partidista y minoritaria, sino que debe encaminarse a restablecer las condiciones de pleno imperio de la Constitución y las leyes, y de convivencia democrática indispensables para garantizar a Chile su estabilidad institucional, paz civil, seguridad y desarrollo".



Señor Presidente, la gran elocuencia de estos antecedentes constituye la mejor prueba de la ilegitimidad del Régimen marxista y la urgencia que existía en el país de que las Fuerzas Armadas y de Orden restablecieran el pleno imperio de la Constitución y la ley.



En relación con los juicios que expresa el ex Presidente respecto al Gobierno militar me parece temerario y grave que no reconozca la realidad de que fue precisamente el General Pinochet el que restauró la democracia en Chile y, rescatando la libertad,  dio forma a las nuevas instituciones republicanas que hoy son la base de nuestro actual sistema político.



La división entre "amigos" y "enemigos" no fue -como dice el señor Aylwin- impuesta por los militares. La división y, más aún, el fomento del odio entre los chilenos fue promovido por la Administración marxista de la llamada Unidad Popular, al que el Gobierno del General Pinochet puso término.



Si hay un signo distintivo que caracterizó al Régimen de las Fuerzas Armadas y de Orden fue el que toda su gestión estuvo guiada por un espíritu de unidad nacional. Sin duda el militar fue un gobierno de unidad nacional. Además el sentido democrático que inspirara toda su acción ha quedado en evidencia con la democracia moderna y sólida que hoy nos rige.



Pero no sólo los grandes principios de unidad nacional, libertad y democracia fueron el sello de su gestión. Terminar con la extrema pobreza heredada de décadas de estatismo y demagogia, fue otro de sus grandes objetivos.



El éxito de las políticas sociales puestas en marcha por el Gobierno militar se demuestra en cifras y estadísticas reconocidas mundialmente: la extraordinaria disminución de la mortalidad infantil, el inmenso progreso en la atención médica al parto, la creación de diversos subsidios de atención directa a las personas más pobres, las modernas políticas de vivienda, la transformación profunda del régimen provisional    -modelo en toda América Latina y aun en Europa-, el fomento de la educación superior privada y el énfasis puesto en la educación parvularia, junto con sistemas de alimentación complementaria para los niños, son todas medidas que se orientaban al solo objetivo de avanzar en un orden social justo, que garantizara la igualdad de oportunidades.



Pero la muestra más elocuente del éxito de las políticas sociales del Gobierno militar y del error en que ha incurrido el señor Aylwin, se encuentra en el hecho de que las dos Administraciones de la Concertación que le sucedieron, las han mantenido en el tiempo.



Toda la intervención del ex Presidente Aylwin en La Sorbona es profundamente incompleta e injusta, pues resulta realmente increíble que no reconozca en ella que fueron las Fuerzas Armadas y de Orden las que impulsaron la dictación de una Constitución Política destinada a asegurar la vigencia de una plena democracia. El Régimen encabezado por ellas, desde el primer día de su gestión, señaló que su objetivo era la restauración de le democracia chilena destruida por el estatismo, la demagogia y el Gobierno marxista.



Desconocer el trabajo de la Comisión Ortúzar y del Consejo de Estado que presidía el ex Presidente Alessandri, y el ejercicio de la soberanía del pueblo a través de los plebiscitos de 1980, de 1988 y el correspondiente a la reforma constitucional aprobada en 1989, es simplemente pretender ignorar la historia.



La democracia chilena de hoy se debe en gran medida al impulso democratizador que siempre inspiró la acción del Gobierno del General Pinochet.



Y ese impulso democratizador que permite hoy día el funcionamiento de nuestras instituciones democráticas, debe seguir proyectándose en el tiempo, sobre la base del adecuado equilibrio, entre los distintos Poderes del Estado, las diferentes autoridades públicas y las atribuciones y facultades que la Constitución y la ley reconoce a éstas.



En consideración a lo anterior, resulta particularmente grave que el señor Aylwin, al analizar en su discurso normas constitucionales actualmente vigentes, no lo haga con la rigurosidad que se debe exigir a un ex Jefe de Estado.



En efecto, no es correcto afirmar que el Presidente de la República, de acuerdo a nuestra Constitución, no tenga la facultad para nombrar y remover a los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas y al General Director de Carabineros. Sobradamente conocido por los señores Senadores es el artículo 32 de nuestra Constitución, relativo a las atribuciones especiales del Presidente de la República, el cual, en su N° 18, le otorga la facultad de designar y remover a esos altos oficiales en conformidad al artículo 93, según el cual dichos Comandantes en Jefe y General Director serán designados por el Presidente de la República de entre los cinco Oficiales Generales de mayor antigüedad que reúnan las cualidades que los estatutos institucionales exijan y que, para removerlos de sus cargos, tendrá que hacerlo en casos calificados, debiendo contar para ello con el acuerdo del Consejo de Seguridad Nacional.



De lo anterior, claramente se desprende que el Presidente de la República tiene atribuciones para nombrar y remover a esos altos jefes castrenses. Lo que ocurre es que, a mi juicio sabiamente, el constituyente ha querido que esa facultad se ejerza por el Jefe de Estado con el acuerdo de un cuerpo colegiado altamente calificado, evitando así las situaciones que en el pasado tanto daño causaron a nuestra democracia.



Señor Presidente, muchos son los comentarios que podríamos continuar haciendo respecto de la intervención de don Patricio Aylwin en La Sorbona. Sin duda, se trata de observaciones que, al igual que el discurso que las origina, contienen puntos debatibles, sobre los cuales no pretendo erigirme en poseedor de la verdad. Pero, cualquiera que sea el punto de vista que se tenga sobre los hechos, en mi entender, sí es ampliamente compartida la idea de que no se compadece con nuestra tradición histórica el que un ex Jefe de Estado ocupe una tribuna en un país extranjero para efectuar un análisis político tan falto de rigor histórico y conceptual.



He dicho.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Terminada la hora de Incidentes.



Se levanta la sesión.

El señor GAZMURI.- Falta que haga uso de su tiempo el Comité Socialista, señor Presidente.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Lamentablemente, se agotó, señor Senador.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, al Comité Socialista le restan minutos que no ha usado.

El señor LAVANDERO.- A ese Comité corresponden 17 minutos.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- Señores Senadores, debo atenerme a lo que me indica el señor Secretario, quien lleva el control de los minutos que corresponden a los distintos Comités. Según su información, que no pongo en duda, no queda tiempo.

El señor GAZMURI.- Tenemos 17 minutos, señor Presidente, de los cuales cedimos una parte solamente.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Tiene que cumplirse con los tiempos asignados a los Comités, de acuerdo con lo prefijado. Al Comité Socialista se le asignó un número determinado de minutos. Si se declara terminada la hora de Incidentes, significa que a ese Comité no se le respetaría su derecho.

El señor PÉREZ.- El Comité Socialista cedió tiempo al Senador señor Hamilton.

El señor ALESSANDRI.- Y, además, usó una parte la Senadora señora Carrera.

El señor GAZMURI.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- La conducta de quien preside en estos momentos es la acertada, pues se basa en la información del señor Secretario, en quien tengo que hacer fe.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente,  pero puede haberse producido una equivocación, porque yo cedí sólo una parte del tiempo del Comité Socialista.

El señor PÉREZ.- La Senadora señora Carrera ocupó varios minutos en el homenaje a la Universidad de Concepción,

El señor GAZMURI.- ¡Eso fue en homenaje, señor Senador, que no corresponde a
Incidentes!

El señor PÉREZ.- Sí, pero ese tiempo se le imputa a los Comités, señor Senador.

El señor DÍAZ (Presidente accidental).- La Mesa no ha concedido la palabra, por lo cual ruega a Sus Señorías guardar silencio. Si se nombra un Presidente, cualquiera que sea, imagino que deben respetarse sus decisiones.



Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 14:58.
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